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			INTRODUCCIÓN: 
¿UN SUEÑO QUE SE DESVANECE?

			Érase una vez un sueño: que los europeos se unían tras siglos de guerras, de confrontaciones nacionalistas y de xenofobia cultural.

			La carnicería de la Segunda Guerra Mundial y la destrucción de las infraestructuras productivas del continente crearon la oportunidad histórica para la integración económica y la cooperación institucional como forma de dejar atrás los demonios del pasado, y encaminaron a Europa por la senda de la paz y la prosperidad compartidas. Quienes crearon Europa sabían que no era posible un proceso político directo, y que el proceso económico era un medio de alcanzar unas metas políticas en el futuro. A lo largo de casi sesenta años fue desarrollándose de forma gradual un proceso de integración multidimensional, en sucesivas oleadas, que fue ampliando la unión desde los seis miembros fundadores originales de la Comunidad Económica Europea hasta los veintiocho miembros de la Unión Europea, entretejidos en una tupida red institucional de soberanía compartida entre los Estados-nación participantes.

			En los albores del siglo XXI, la Unión Europea, tal y como fue soñada por los políticos y tecnócratas visionarios que se atrevieron a emprender uno de los experimentos políticos más extraordinarios de la historia, podía considerarse un éxito. Se había convertido en la mayor economía del mundo, con aproximadamente el 25 por ciento del producto interior bruto (PIB) mundial, con el mayor mercado de consumidores, y en el máximo depositario del conocimiento científico y tecnológico no militar del planeta, y con una participación decisiva en las finanzas globales, con Londres y Frankfurt entre los centros financieros más destacados del mundo. La paz y la seguridad parecían estar firmemente consolidadas a largo plazo entre los miembros de la UE, y en última instancia era posible contener los conflictos militares residuales a través de la cooperación militar con Estados Unidos, a pesar de algunos reveses, como la guerra que siguió a la desintegración de Yugoslavia. La prosperidad en términos de renta, activos y prestaciones sociales era la más alta del planeta, aunque con una desigualdad social creciente. La democracia y los derechos humanos estaban arraigados en la praxis cotidiana de las sociedades europeas, y las instituciones de cogobernanza, por muy burocráticas que fueran, seguían funcionando. La tolerancia y la solidaridad internacional con las zonas menos favorecidas del mundo eran un elemento clave en la ideología de las instituciones europeas, aunque no siempre se reflejaban en la práctica. Parecía que el proyecto de preservar y difundir los valores europeos, sobre la base del proyecto original de integración económica, se había visto confirmado. En el cambio de siglo se puso en marcha una nueva ronda de integración más profunda, en particular a través de la creación de una moneda común, el euro, en la mayor parte de la UE, y con la constitución de instituciones de investigación y tecnología a escala europea, como el Consejo Europeo de Investigación (ERC), y el Instituto Europeo de Innovación y Tecnología (EIT). Se reforzaba el poder del Parlamento Europeo a fin de contrarrestar el poder que se concentraba en manos de la Comisión Europea. Parecía que había llegado el momento de consolidar la legitimidad de las instituciones europeas con la promulgación y aprobación de una Constitución Europea. Si bien nunca se consideró seriamente el concepto de unos Estados Unidos de Europa, la construcción creativa de una unión política supranacional, formada por una red de Estados-nación, allanaba el camino a una modalidad históricamente novedosa de federalismo continental.

			Sin embargo, dicho proceso vino acompañado de un estancamiento del crecimiento económico, unido a una atrofia demográfica y de un énfasis malsano en la política intraeuropea. Y entonces el proceso de integración se paró en seco, al verse cuestionado por la creciente relevancia de los sentimientos anti-UE en muchos países europeos, que culminaron en un acontecimiento impensable: el brexit, la salida voluntaria de un país miembro (a consecuencia del referéndum celebrado en el Reino Unido el 23 de junio de 2016). De repente, la Unión Europea se convirtió en algo muy distinto de una construcción institucional estable: su forma y sus competencias podían variar, igual que el número de sus miembros. ¿Acaso la parálisis de la UE acabaría marcando el comienzo del siglo XXI, de la misma forma que el hundimiento de la Unión Soviética, un acontecimiento impensable en aquella época, señaló el final del siglo XX? ¿Se está desvaneciendo el sueño europeo? ¿Por qué? ¿Cómo? ¿Cuáles son las raíces y los potenciales peligros de una desintegración? ¿Cuáles son las perspectivas y las consecuencias de las múltiples crisis de la Unión Europea en los comienzos del siglo XXI?

			Estas son las preguntas que se examinan y se analizan en este libro, desde una perspectiva intelectualmente pluralista que pretende minimizar la normatividad para maximizar la claridad en el análisis y el diagnóstico de las crisis. Utilizamos «crisis» en plural porque la crisis desbocada de la Unión Europea como sistema institucional surge de la convergencia de múltiples crisis —financiera, monetaria, industrial, social, política, ideológica, moral, geopolítica, migratoria— diversas, interrelacionadas, que se solapan y se alimentan entre sí, pero que al mismo tiempo tienen orígenes y desarrollos diferenciados. Los intentos de dar respuesta a esas preguntas se desarrollan en los distintos capítulos del libro. Sin embargo, existe un hilo conductor común que puede explicar los contornos de la crisis institucional, y por consiguiente clarificar los términos del debate para la eventual superación de esta crisis.

			Partimos del presupuesto de que pueden producirse crisis en cualquier sistema institucional cuando el funcionamiento del sistema sufre alguna perturbación, y esas perturbaciones van adquiriendo un carácter cada vez más grave, dando lugar a la posibilidad muy real de que, a menos que se adopten más medidas o se implementen nuevas políticas o nuevas normas, el sistema podría quedar fuera de control y averiarse. También sostenemos que ese tipo de crisis sistémicas son inducidas por las características y las contradicciones implícitas en el proceso de la formación institucional. En el contexto concreto de Europa, eso significa que las crisis que han asolado a la Unión Europea durante la última década proceden en gran medida de los defectos en su construcción. Y esos defectos son una consecuencia casi necesaria de los procesos políticos que dieron lugar a su formación. En otras palabras, las decisiones que hicieron posible el desarrollo de la UE crearon las condiciones para sus múltiples crisis. Por supuesto, esas crisis no son exclusivamente una consecuencia de los defectos de construcción de las instituciones europeas: también intervienen otros factores, que en algunos casos proceden de fuentes que van mucho más allá de Europa; pero tan solo comprendiendo los defectos institucionales seremos capaces de entender por qué esas crisis se han producido de la manera que lo hicieron en el contexto europeo, y por qué tienen (o han tenido) las características y las consecuencias que tienen.

			Vamos a resumir el argumento en su especificidad histórica (la mayor parte de los datos y de los análisis detallados que avalan este argumento pueden encontrarse en los distintos capítulos de este libro).

			En primer lugar, cualquier construcción político-institucional estable requiere algún tipo de convergencia de intereses entre los actores que construyen las instituciones, así como alguna forma de identidad común entre las personas implicadas en el proceso. En el caso de la Unión Europea, existe un consenso en el hecho de que originalmente hubo un proyecto defensivo, concebido para evitar el estallido de otra guerra en Europa, que posteriormente fue utilizado por unos pocos dirigentes visionarios para plantear un proyecto utópico. Se trataba de un proyecto de las élites políticas y económicas, sin una verdadera participación, ni un compromiso, ni una plena comprensión, de la mayoría de los ciudadanos. Cada paso importante en la integración económica e institucional pretendía hacer irreversible el proceso de la unificación europea, y la creación de la moneda común, el euro, fue la expresión más ostensible de esa estrategia de hechos consumados.

			La construcción europea comenzó como un proyecto defensivo concebido para dejar atrás las guerras del pasado e impedir nuevas guerras en el futuro. Por consiguiente, tenía que involucrar a las naciones tradicionalmente beligerantes, Francia y Alemania por encima de todo, y al poderoso aliado estadounidense para disuadir a la Unión Soviética en el futuro, por lo que la OTAN era un complemento imprescindible de la Unión Europea. Sin embargo, la integración debía empezar por la economía, la necesidad más evidente tras la devastación de la guerra. La integración de los mercados exigía una integración económica más amplia, que fue avanzando a trancas y barrancas hasta llegar a algún tipo de integración monetaria y financiera parcial.

			El proyecto utópico incluía la integración política y la integración cultural, ya que la reafirmación de los valores europeos —fuera cual fuese su significado— era una parte intrínseca del proyecto. La tensión entre la integración económica y la integración político-ideológica fue un rasgo permanente de la Unión Europea y una permanente fuente de conflictos, principalmente entre los Estados-nación que estaban interesados desde el punto de vista económico pero se mostraban distantes respecto al proyecto en el plano político: entre el Reino Unido y Escandinavia, por un lado, y las principales potencias continentales, Francia y Alemania, por otro.

			Esa diferencia de intereses asumió un giro paradójico en la decisión de ampliar la UE hacia el Este. Los intereses de los dos principales Estados-nación, Alemania (tras la reunificación) y el Reino Unido, convergieron a favor de la ampliación, pero por razones opuestas. Para Alemania se trataba de una forma de reconstruir su tradicional hinterland geopolítico como parte del proyecto europeo sin provocar temor a su hegemonía. Para el Reino Unido, contrario a la integración política, cuantas más naciones se incorporaran a la UE, más difícil iba a resultar crear un organismo conjunto para la toma de decisiones políticas, lo que debilitaría a Bruselas respecto a la lógica autónoma de los mercados, que iban integrándose cada vez más a nivel global. Irónicamente, fue la ampliación hacia el Este, y la posterior migración de trabajadores de Europa oriental al Reino Unido, lo que en parte alimentó el sentimiento anti-UE que diez años después encontró su drástica expresión en el brexit.

			La consecuencia de esas diversas estrategias de integración fue la construcción de una compleja red de Estados-nación con unas economías y unas culturas muy diferentes, cuya plena integración iba a resultar arriesgada. Así pues, la gestión de una UE económicamente fuerte estaba en manos de una UE políticamente indecisa, sin una política exterior común, y entorpecida en su toma de decisiones conjunta por los intereses contradictorios que únicamente podían conciliarse mediante una transferencia del poder ejecutivo a la Comisión Europea. La mejora en la eficacia se logró a expensas de una crisis de legitimidad, pues a lo largo y ancho del continente los ciudadanos veían con recelo que sus vidas dependieran de las decisiones tomadas por una burocracia europea anónima, a duras penas controlada por el Parlamento Europeo. La transformación del poder local y nacional en poder de la Unión Europea, con el creciente traspaso de soberanía, creó a lo largo del tiempo un «déficit democrático» de representación en los países de la UE.

			En el contexto de una crisis generalizada de la legitimidad política de la democracia representativa en muchos lugares del mundo, la distancia entre los ciudadanos y sus representantes aumentó en la Unión Europea. Había un desfase cada vez mayor entre los ciudadanos y las decisiones tomadas por un Consejo de Ministros ajeno al control de los Parlamentos nacionales. Había una brecha entre los ciudadanos y el Parlamento Europeo, cuya composición y competencias tan solo reflejan de una forma indirecta a los electorados nacionales. Y, lo que es más importante, había una brecha entre la poderosa burocracia de la Comisión Europea (en ocasiones simbolizada por unos presidentes de la Comisión que se ven a sí mismos como presidentes de Europa), por un lado, y los ciudadanos y los medios de comunicación de cada país, por otro. En condiciones de una vida institucional normal, las tensiones provocadas por el déficit democrático resultan tolerables. Sin embargo, cuando existe alguna crisis de cierta relevancia (una crisis financiera, una crisis geopolítica, una crisis migratoria, etcétera), la desconfianza hacia las instituciones europeas acentúa la crisis de legitimación, y en última instancia puede generar descontento social y separatismo político.

			Por añadidura, el concepto de una identidad europea sigue siendo esquivo. Si por «identidad» entendemos un conjunto de valores que aportan significado simbólico a la vida de la gente, al reforzar su sentimiento de pertenencia, resulta difícil discernir la existencia de una identidad europea fuerte y diferenciada. Es cierto que en el fuero interno de muchos ciudadanos existe una identidad europea autodefinida, concretamente en contraposición con «los demás» (con Estados Unidos, con las culturas asiáticas, con el islam, etcétera), pero en gran medida como rechazo a «los demás», más que como una identidad específica que se valora y se asume en sí misma y por sí misma. Por añadidura, lo que revelan los sondeos es que incluso cuando la gente manifiesta su autoidentificación como europeo, se trata de una identidad débil, y tiende a ser sustituida por identidades locales, regionales o nacionales cuando es preciso reafirmar la frontera de esa identidad en una situación de crisis.

			Ese es precisamente nuestro argumento. Mientras los fundamentos de la vida cotidiana, del trabajo y de la subsistencia en todas sus dimensiones funcionen sin contratiempos, tener un pasaporte europeo supone un valor añadido que en general la gente aprecia y apoya. Pero en caso de que surja una crisis que exija la solidaridad entre los europeos en general, la debilidad de la identidad europea da paso al predominio de los intereses nacionales protegidos por el Estado-nación. ¿Por qué tenemos que rescatar a los portugueses, decía un 20 por ciento del electorado finlandés, con «nuestros ahorros»? ¿Por qué tenemos que evitar la quiebra de los bancos griegos, decía la mayoría de los alemanes y holandeses, si ellos son los culpables de su conducta irresponsable? ¿Y con qué derecho controlan los alemanes nuestras finanzas, respondían los griegos, cuando lo único que les interesa es salvar a los bancos alemanes de sus irresponsables políticas crediticias? En resumen: la identidad europea, y por consiguiente la solidaridad europea, se termina ante la frontera (y en el coste) de tener que compartir el dolor de las crisis que afectan a «los otros europeos». Por añadidura, muchos europeos sienten que las instituciones de la Unión están sesgadas a favor de las potencias económicamente dominantes de la UE.

			Desde una perspectiva histórica, cuando los Estados-nación tuvieron que construir su identidad nacional, utilizaron los poderes del Estado nacional para apoyar sus proyectos institucionales. Pero en el caso de la UE, el intento de imponer una identidad a fin de cumplir el proyecto europeo desencadenó una fuerte resistencia que suponía una amenaza para la construcción en su conjunto.

			En pocas palabras, en ausencia de una crisis en la vida cotidiana de los ciudadanos, el proyecto europeo iba arreglándoselas para formar parte de su experiencia. Pero cuando llegó la crisis, las identidades nacionales volvieron a afirmarse rápidamente, llevándose por delante un proyecto identitario que, en cualquier caso, se limitaba en gran medida a las élites económicas y políticas. Por añadidura, debido al déficit democrático del sistema institucional europeo, cada crisis agravaba la crisis de legitimidad política, y fracturaba las sociedades entre «los cosmopolitas y los locales», entre el Norte y el Sur de Europa y, para muchos, entre «nosotros y los demás».

			Hubo un intento de sancionar la estrategia de integración desde arriba mediante una Constitución Europea que debía ser aprobada por los ciudadanos. Pero el fiasco de los referendos francés y holandés, cuando la propuesta de ratificar el tratado que establecía una Constitución para Europa fue rechazada por un margen relevante, puso fin a la estrategia de legitimación. El establecimiento de poderosos mecanismos de integración, como el euro, la libre circulación de capitales, bienes, servicios y personas, o la eliminación de las fronteras, se encomendaba a los tratados aprobados por los Parlamentos nacionales bajo el control de los partidos mayoritarios, gobernados por la clase política consolidada.

			La alianza de los visionarios del proyecto europeo y las élites económicas y políticas favorecidas por la integración europea logró acelerar el proceso de integración, adoptando medidas que eran sumamente difíciles de revertir, como la creación del euro. En aquel momento muchos economistas consideraron una aberración establecer una moneda común que englobara unas economías nacionales enormemente diferentes en materia de productividad y competitividad, sin una política fiscal común y sin la integración de los diversos sistemas bancarios. Pero la verdadera motivación que había detrás de crear el euro era integrar las economías, los mercados y las políticas, aglutinar a los Estados-nación participantes con un pegamento económico que resultara difícil despegar, por muy imperfecto que fuera, y cualesquiera que fueran los costes.

			La crisis financiera mundial de 2008 provocó el descarrilamiento del proyecto porque no había instituciones capaces de gestionar la crisis a nivel europeo. De hecho, a fin de salvar el euro, Alemania y el Banco Central Europeo impusieron unas rigurosas políticas de austeridad fiscal que lograron contener temporalmente la crisis de la deuda soberana, pero con un elevado coste social en términos del sufrimiento de los ciudadanos del sur de Europa y de otras regiones, y con un coste aún mayor en términos de legitimidad política de las instituciones europeas, hasta el extremo de que Mario Draghi, el Banco Central Europeo, e incluso Angela Merkel, tuvieron que suavizar sus posturas sobre políticas de austeridad después de que surgiera una enconada resistencia desde distintos ámbitos de la Unión.

			Pero ya era demasiado tarde. El precio pagado por la materialización del sueño europeo mediante la imposición de la unificación de las políticas económicas fue el agravamiento de la crisis de legitimidad del proyecto europeo. Para colmo, los costes económicos y sociales de las crisis que había generado esa integración forzosa se repartían desigualmente entre los países, entre las regiones y entre las clases sociales y los grupos de edad dentro de cada país, fracturando cualquier sensación de solidaridad paneuropea y generando sentimientos de resentimiento entre quienes más sufrían.

			Las tensiones y los defectos inherentes al proceso de integración europea crearon unas instituciones propensas a las crisis, y sus puntos débiles quedaron en evidencia cuando llegaron las crisis. En algunos casos las crisis eran obra de la propia Europa, mientras que en otros casos las crisis tenían un carácter internacional más amplio, o se desencadenaron a causa de unos procesos iniciados fuera de Europa; pero en todos los casos, fueron los puntos débiles del diseño institucional, originados en el proceso de integración europea, los que confirieron a las crisis de Europa sus peculiares características. La crisis financiera de 2008 obedeció inicialmente a los impagos a gran escala en el mercado de las hipotecas de alto riesgo en Estados Unidos, pero a medida que la crisis fue extendiéndose con rapidez, puso en dificultades al euro y exacerbó los puntos débiles que ya formaban parte de la eurozona. Por añadidura, las políticas de austeridad diseñadas por Alemania y la Comisión Europea para salvar el euro agravaron la crisis económica y social en Europa, en particular en los países más pobres del sur de Europa y entre los sectores más pobres de la población. Las crisis geopolíticas con Rusia y con las guerras de Oriente Próximo desviaban recursos y arrastraban al conjunto de la UE a unas confrontaciones internacionales que únicamente eran relevantes para algunos de sus miembros. Y la crisis de los refugiados, que en parte era una consecuencia de las intervenciones extranjeras en Irak y en Siria (con la participación de algunos países europeos), fracturó la solidaridad entre los Estados miembros y provocó el enfado de amplios sectores de las poblaciones nacionales, sembrando la xenofobia y el sentimiento antieuropeo a lo largo y ancho del territorio de la Unión.

			No obstante, la crisis del euro y sus repercusiones en las políticas de austeridad fueron consecuencia de una construcción monetaria y financiera defectuosa, que obedecía a la determinación de una minoría de países, encabezados por Alemania, para hacer que la integración fuera más profunda e irreversible, creando las condiciones para una Europa federal —en contra de la oposición explícita del Reino Unido, Escandinavia y Europa oriental. Se podría desarrollar un argumento similar a propósito de numerosas políticas europeas, como la agricultura, el comercio y la inmigración. Por ejemplo, los acuerdos de Schengen eliminaron las fronteras interiores de la Unión sin reforzar los controles en las fronteras exteriores de la UE, con lo que se creaban vulnerabilidades institucionales que quedaron claramente en evidencia a raíz de la crisis de los refugiados de 2015 —una crisis que también puso de manifiesto la incapacidad de los Gobiernos europeos para actuar conjuntamente en un esfuerzo concertado para reafirmar en la práctica los tan cacareados valores europeos.

			En resumen: la ambición del proyecto europeo quedó en entredicho por la debilidad de las instituciones europeas, que en última instancia dependían de las élites dominantes de los países más poderosos. Los intereses de dichas élites dominantes condicionaron decisivamente la existencia de los ciudadanos europeos a través de los efectos de la legislación y la toma de decisiones institucionales a nivel europeo. En ausencia de una identidad europea fuerte, y en condiciones de déficit democrático y de crisis de legitimidad política, la UE fue incapaz de gestionar sus crisis como una única entidad institucional, y fue incapaz de reaccionar eficaz y flexiblemente ante los múltiples incendios que empezaron a declararse en el seno de la Unión. En vez de afrontar las crisis de una forma efectiva, y mucho menos de anticiparse a ellas e impedir que surgieran en primera instancia, la Unión Europea tuvo que hacer frente a una serie de fracturas internas, sociales e institucionales, cada vez más graves. Probablemente el brexit ha sido la expresión más dramática de esas fracturas, pues ejemplifica la reversibilidad potencial de la unificación europea. Y el rediseño de la Unión Europea a través de la denominada «Unión a distintas velocidades», tal y como se debatió en la cumbre informal de Bratislava en septiembre de 2016, fue un claro indicio de un realismo político de nuevo cuño que parecía asumir el desvanecimiento de un sueño en aras de preservar todo lo salvable en términos de beneficios económicos y de estabilidad social.

			Los estudios que se presentan en este libro explican los porqués, los cómos y los qués del contradictorio proceso de unificación de Europa, tanto en sus éxitos como en sus fracasos, así como sus consecuencias en forma de múltiples crisis entrelazadas. Cualquier futuro intento de reconstruir el sueño europeo tendrá que considerar en primer lugar la realidad europea, asumiendo las conclusiones de nuestros estudios y de otros parecidos con la esperanza de salvar el proyecto de una Europa común, en paz consigo misma y con sus vecinos, como condición crucial para un mundo mejor.
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			CAPÍTULO 1

			EL FIN DE LA INTEGRACIÓN EUROPEA TAL Y COMO LA CONOCÍAMOS: UN ANÁLISIS DE ECONOMÍA POLÍTICA

			Olivier Bouin

			Este trabajo examina el proceso de integración europea a lo largo de los últimos sesenta años desde la perspectiva de la economía política. Analiza el muy singular proceso que se ha implementado para construir la Unión Europea —un proceso que ha sido una extraña mezcla de utopía, pragmatismo, ideología y compromisos. La pregunta central de este trabajo es si ese complejo proceso ha cumplido la promesa de crear un modelo económico sostenible, incluyente y eficiente para Europa. El primer apartado examina las implicaciones sistémicas que ha tenido para el proceso de construcción europea la creciente dependencia de las soluciones basadas en los mercados. El segundo apartado analiza los resultados económicos y sociales de la integración europea, con especial atención a la convergencia en materia de desempeño económico entre los países miembros. El tercer apartado se centra en los efectos de la Unión Económica y Monetaria (UEM) —con gran diferencia el paso integrador más audaz que han dado los países europeos desde el Tratado de Roma— en el futuro de Europa. Al final de este ensayo figuran mis comentarios y conclusiones sobre la plausibilidad del fin del proceso de integración europea tal y como lo conocíamos.

			La decisión de construir la Unión Europea basándose en las fuerzas del mercado

			En este apartado comentaremos brevemente cómo la construcción de la Unión Europea y el desarrollo del camino hacia su integración han privilegiado la vía económica, que inicialmente era la segunda mejor opción a juicio de la mayoría de los líderes europeístas, pero que se ha convertido cada vez más en el motor principal de la integración europea.

			Cronológicamente, se ha utilizado la vía económica porque no era posible recurrir ni a la integración política ni al federalismo. El fracaso de la Communauté européenne de Défense en 1950, los límites de la visión federalista idealista en la versión de Spinelli y la falta de voluntad política nacional en Europa habían creado un contexto político donde los padres fundadores consideraron que la integración económica —primero la integración comercial, después la integración financiera o monetaria— conduciría a una integración acumulativa, la denominada «reacción en cadena positiva», generalmente atribuida a Jean Monnet.

			El crecimiento económico supuestamente debía desencadenarse a través de muchos factores positivos. Unos mercados interiores más grandes debían crear economías de escala y reducir los costes de transacción. La liberalización del comercio debía mejorar la especialización y reducir sustancialmente las conductas oportunistas nacionales. Una mejor asignación de los recursos —la mano de obra y el capital— debía dar lugar a aumentos en la productividad que fomentaran un crecimiento económico sostenido. La simple magnitud de la creciente economía europea debía ofrecer protección contra los shocks desestabilizadores desde el exterior. Todos los países iban a beneficiarse de la prosperidad económica —y los países menos favorecidos recibirían la ayuda de los fondos estructurales para que pudieran subirse al carro europeo.

			Todo ello debía conducir a una convergencia de los resultados económicos nacionales, lo que a su vez reduciría la heterogeneidad entre las naciones europeas. Dicha disminución de la heterogeneidad debía reducir las resistencias culturales y políticas al nivel de los Estados-nación en el camino hacia una Europa más integrada. Se crearían así las condiciones para la producción de bienes públicos europeos, lo que conduciría a una ulterior integración sistémica y a la fase final de una integración política.

			Este relato sobre la sucesión de pasos hacia la integración puede considerarse el lado positivo de la reacción en cadena atribuida a Monnet, y que está presente en el pensamiento de sus muchos seguidores (entre ellos los presidentes de la Comisión Europea Walter Hallstein y, más recientemente, Jacques Delors y Romano Prodi). Y, en justicia, ese relato ha sido un elocuente principio para la acción, porque la Unión Europea en gran medida hizo realidad gran parte de sus efectos positivos indirectos entre 1957 y 1985 (véase el apartado siguiente)1.

			Sin embargo, esa reacción en cadena positiva se ha visto crucialmente cada vez más cuestionada por dos motivos: el primero tiene que ver con la eficacia, la legitimidad y la sostenibilidad de semejante estrategia de integración2, el segundo con el establecimiento de un punto final del proceso de integración europea en materia económica y política.

			Sobre la primera cuestión, una versión más sombría de la reacción en cadena fue ganando importancia progresivamente en Europa, a medida que muchos de sus países miembros tuvieron que afrontar problemas económicos crecientes (la ralentización del crecimiento económico desde mediados de la década de 1980, la transición económica a un sistema postindustrial), y las dificultades sociales (aumento del desempleo y de las desigualdades de renta). Esa versión más sombría de la reacción en cadena puede describirse de la forma siguiente: cuando un determinado grado de integración económica creaba (o no era capaz de evitar) desequilibrios y trastornos económicos y sociales a lo largo y ancho de Europa, la respuesta a esos problemas era más integración. La integración seguía adelante a través de nuevas iniciativas porque no había otras alternativas (menos costosas). Estaba en juego una posible remise en cause del proceso de construcción europea en su conjunto. Una versión extrema —y bastante cínica— de esa estrategia de construcción es el símil de la casa a medio construir (Bergsten 2012) que reza así: uno empieza a construir una casa sabiendo que resultaría demasiado costoso interrumpir las obras —y no tiene otra alternativa que terminarla. Desde finales de los años noventa muchos autores han venido destacando la naturaleza negativa y forzada del proceso de integración, y sus consecuencias para la sostenibilidad general de la construcción europea (Scharpf 1999)3.

			En lo que se refiere a la segunda cuestión, hay una incertidumbre muy significativa respecto a dónde llevará a sus países miembros el proceso de integración europea. Esa incertidumbre es en cierta medida decisiva para el proceso, dado que la mayoría de los países tienen visiones divergentes sobre cuál debería ser el punto final de todo el proceso. Esa incertidumbre puede observarse en dos niveles. El primero es fundamental y está más allá del ámbito de este trabajo: el punto de equilibrio entre la integración europea y la soberanía nacional. Además, los eurofederalistas nunca han renunciado a su sueño de construir una Europa federal (Naciones Unidas de Europa), y han tenido un fuerte aliado en la Comisión Europea que siempre ha insistido —con algunos altibajos— en más Europa, con la pretensión, en última instancia, de cierto grado de integración política. Desde ese punto de vista, el referéndum de 2016 sobre la permanencia del Reino Unido en la Unión Europea (y obviamente su asombroso resultado) ha dejado bien claro que para algunos países miembros el objetivo no era en absoluto más Europa, sino menos integración europea.

			La falta de una adhesión clara y compartida a un objetivo conjunto de integración ha sido un problema constante en el proceso de construcción europea. Pero a medida que se desarrollaba el proceso de integración, y la pérdida de soberanía iba haciéndose más y más visible y problemática (al afectar a funciones «soberanas» cada vez más esenciales del Estado-nación), el quid pro quo sobre el punto final de la integración europea llegó a ser lo bastante desestabilizador como para estar a punto de provocar el descarrilamiento de todo el proceso por la salida de un miembro esencial de la UE4.

			Sin embargo, existe otra preocupante incertidumbre, o una perturbadora perspectiva oculta en el proceso de construcción europea. Como mencionábamos anteriormente, el proceso de integración europea se ha basado predominantemente en la agenda económica y en las fuerzas económicas, ya desde principios de la década de 1950 y la creación de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero. Las cuestiones sociales no tenían un papel destacado en el Tratado de Roma y, a excepción de la creación del Fondo Social Europeo (el primer fondo estructural real que creó la Comunidad Europea) en 1960 y la firma de la Carta Social Europea en 1961, las políticas sociales no se colocaron en lo más alto de la agenda europea. Sin embargo, la orientación general de las políticas de la mayoría de las economías nacionales durante los años 1960 y 1970 (y por consiguiente, de forma agregada, a nivel europeo) era una mezcla del Estado del bienestar socialdemócrata con cierto grado de intervención macroeconómica de tipo keynesiano para regular los ciclos de las economías mixtas. Los frutos del crecimiento económico que iban a obtenerse de la integración económica europea debían redistribuirse a los débiles y los necesitados.

			El progresivo cambio de orientación a nivel nacional hacia unos sistemas económicos más liberales, basados en el libre mercado y la propiedad privada, a finales de la década de 1970 y principios de la de 1980 modificó la perspectiva general. Dichos cambios nacionales se vieron reforzados por el enfoque a favor de los mercados defendido por la Comisión Europea. El Acta Única Europea de 1986 que transformaba el «Mercado Común» en un «Mercado Único» señaló dicho cambio. Era el inicio de una nueva fase en la integración económica promovida por la Comisión Europea. Estaba en el espíritu de los tiempos desde que, en 1985, el denominado Consenso de Washington dio comienzo a un largo ciclo de liberalización, desregulación y privatización a escala mundial (las economías desarrolladas, las economías en vías de desarrollo y, tras la caída del Muro de Berlín, las economías postsocialistas fueron sometidas a ese implacable cambio de política).

			En ese contexto mundial —a pesar de que la creación del Mercado Único vino acompañada, a juicio del presidente Delors, de un sólido pilar social—, todo ello dio lugar a un cambio de perspectiva radical pero implícito. Aunque se preveía la construcción del pilar social, y el asunto ocupaba un lugar destacado en la agenda de los presidentes Delors y Prodi (por ejemplo, con la revisión de la Carta Social Europea en 1996) aquellos esfuerzos dieron escasos frutos. La Comisión Europea se inclinaba cada vez más hacia una mayor liberalización y más desregulación. Los lobbies y los intereses creados lograban una desregulación gradual de mercados cruciales, incluidos los bienes y servicios que supuestamente no debían estar a merced de las fuerzas del mercado, como el dinero, la tierra y la mano de obra (véase Polanyi 1944).

			Sobre el papel, algunos líderes europeos seguían promoviendo una economía social de mercado, pero el cambio de orientación de las políticas (que se apartaba de las políticas keynesianas y se aproximaba a las políticas de mayor austeridad, alejándose de una versión regulada del capitalismo y en pro de una versión ampliamente desregulada del capitalismo) tuvo un impacto significativo en la construcción del proyecto europeo5. La liberalización de los movimientos de capital en 1998, la masiva desregulación fomentada por el Tratado de Ámsterdam en 2000 (con el famoso Artículo 133 sobre mayorías cualificadas), el Tratado de Maastricht, por el que se creó la Unión Monetaria en 2002, la Directiva Bolkenstein sobre Servicios de 2005, por mencionar tan solo algunos hitos, modificaron la naturaleza misma del proyecto europeo. El punto final de la integración económica europea pasó progresivamente de ser una economía social de mercado (inspirada o bien en Beveridge o bien en Bismarck) a ser una economía capitalista de mercado (en los años noventa) hasta convertirse en una sociedad capitalista de mercado (en la década de 2000)6.

			Resulta irónico que políticos socialdemócratas como los presidentes Delors y Prodi no vieran venir un cambio tan radical, que no se dieran cuenta de que ayudar a salir de la botella al genio económico iba a tener efectos sistémicos no solo en las estructuras económicas y en la distribución de los ingresos, sino también en los sistemas sociales que iban a surgir y a predominar durante las décadas siguientes. El fortalecimiento de las fuerzas del mercado a finales de la década de 1950 tuvo una magnitud y un significado diferente del que tuvo lugar a partir de 1985. Puede que algunos líderes europeos consideraran que era posible mantener la regulación de los mercados, poner freno a la competencia desleal y promover las políticas sociales en la nueva era de la globalización, pero en retrospectiva la aceptación generalizada del predominio del mercado y de la desregulación masiva7 dio lugar a la «financiarización» de la economía y a la mercantilización de la sociedad. Esos efectos no eran ni mucho menos el objetivo del proceso de integración europea, ni jamás habían sido anunciados como su punto final. Gran parte de la posición a nivel nacional contra Bruselas surge de ese cambio en la naturaleza misma de los sistemas económicos y de las sociedades que se produjo a consecuencia de la puesta en práctica de las reformas en la normativa y de las políticas macroeconómicas a lo largo de los últimos treinta años.

			¿La senda de construcción institucional de la UE ha producido de forma sistemática unos resultados económicos propicios para una ulterior integración positiva de la UE?

			A lo largo de los últimos treinta años, cientos, cuando no miles, de expertos han estudiado los diversos objetivos (explícitos e implícitos, a corto y a largo plazo, políticos y económicos) de la construcción europea, las estrategias de los distintos actores europeos (las administraciones y los Parlamentos nacionales, las grandes empresas, los partidos políticos), los procesos de toma de decisiones dentro de la UE (la interacción cambiante y compleja entre la Comisión, el Parlamento, el Consejo y los tribunales de la UE), el proceso de implementación (desde una perspectiva micro- o macrohistórica, centrada en el papel de los individuos clave o de la burocracia, en los frenazos y los avances). Pero, sorprendentemente, muy pocos de esos expertos han medido o cuantificado exactamente el impacto económico (positivo) del proceso de integración europea en los países miembros.

			En un estudio reciente, Campos et al. destacaban la «escasez de pruebas» porque «los estudios sobre los beneficios de la membresía en sí son escasos» y la «mayoría de esos (pocos) estudios advierten sobre la precariedad de sus propias estimaciones» (2014, p. 2)8. Y eso resulta aún más sorprendente desde el momento que, como hemos visto en el apartado anterior, se suponía que el motor más importante de la construcción europea debían ser los beneficios económicos para los países miembros. Cabría esperar que los líderes nacionales europeos y los dirigentes de la Comisión tuvieran a mano gran cantidad de evidencias empíricas para respaldar el discurso a favor de una integración aún más profunda. Pues no es así, y cabría preguntarse maquiavélicamente por qué. ¿Acaso es porque los beneficios económicos no han sido (o no son todavía) tan sustanciales como se esperaba, aunque haya que reconocer que los líderes europeos nunca hayan dado ningún tipo de cuantificación de dichos beneficios para justificar los pasos más importantes que se han dado hacia la integración (por ejemplo el Acta Única, la Unión Económica y Monetaria)?

			Hasta el momento los estudios han demostrado que los beneficios económicos de pertenecer a la UE son positivos pero no considerables, y que tampoco se reparten uniformemente en el tiempo. Campos et al. (2014) mencionaban que el impacto acumulado en el PIB per cápita de los miembros de la UE podía oscilar entre el 5 y el 20 por ciento9. Según su propio trabajo, por desgracia basado en una metodología bastante discutible de hipótesis contrafácticas, su conclusión es que «los ingresos europeos per cápita en ausencia del proceso de integración económica y política habrían sido, como media, un 12 por ciento más bajos hoy en día, con variaciones sustanciales de un país a otro, de una ampliación a otra, así como a lo largo del tiempo» (2014, p. 4). Más adelante, en este mismo apartado, examinaremos algunos aspectos específicos de esos resultados, pero como primer comentario cabe considerar que en conjunto los beneficios son relativamente limitados, teniendo en cuenta la magnitud de los cambios normativos, institucionales y estructurales que han intervenido.

			Pero dejemos a un lado por un momento el análisis de la magnitud de las ganancias económicas cuantitativas derivadas de la pertenencia a la UE, y centrémonos en lo que deberíamos considerar estructuralmente relevante para evaluar si la senda de integración y el proceso de construcción institucional de la UE están produciendo unos resultados que favorecen una ulterior integración positiva. Aquí son importantes dos dimensiones interrelacionadas: la capacidad de lograr la esperada convergencia de resultados económicos entre los países miembros de la UE y la creciente homogeneidad de las preferencias nacionales.

			En cuanto a la primera dimensión, lograr una convergencia sostenida de resultados económicos entre los países miembros de la UE resulta difícil teniendo en cuenta la creciente divergencia de las estructuras económicas entre los países miembros de la UE. No porque la divergencia de las estructuras económicas (en pocas palabras: más industria manufacturera de alto valor y más servicios relacionados con la industria en Europa central, más servicios financieros y más educación de alto nivel en el Reino Unido, una mezcla de ambas cosas en los países nórdicos, más turismo y más industrias agroalimentarias de alto valor en el sur de Europa, manufacturas y servicios intensivos en mano de obra en Europa oriental y los Balcanes) sea un problema en sí, sino porque la liberalización del comercio y la integración monetaria presuponen que cada país es capaz de desarrollar una senda equilibrada y sostenible basada en sus ventajas comparativas estructurales.

			No hay una respuesta obvia a esa pregunta. Sin embargo, los cambios más importantes en las estructuras económicas que se han registrado en todos los países europeos a lo largo de los últimos treinta años indican claramente que (al margen de cualquier consideración relativa a la gestión macroeconómica de la transición económica) ha habido ganadores y perdedores durante las distintas fases y a lo largo de los últimos treinta años10. La diferencia resultante en el conjunto del desempeño económico entre los países miembros de la UE exige transferencias fiscales entre los miembros de la UE a fin de mitigar el impacto negativo de la pertenencia a la UE en determinados países. Esa cuestión (de una importancia crucial para la economía política) ha aflorado como un asunto crucial para la futura cohesión de Europa, sobre todo porque unas estructuras económicas cada vez más divergentes tienden a reaccionar de una forma cada vez más diversa ante los shocks exógenos o externos, así como al fortalecimiento de las propias fuerzas endógenas de integración.

			Eso enlaza con nuestra segunda dimensión, a saber la homogeneidad creciente o decreciente de las preferencias entre los miembros de la UE. Un estudio reciente (Spolaore, 2013) considera que es precisa una reducción de la heterogeneidad cultural en Europa para que se acepte la producción de bienes no rivales (por ejemplo, la defensa o las infraestructuras) a nivel europeo, y por consiguiente supone un prerrequisito para que se acepte una ulterior integración. La cuestión de la homogeneidad de las preferencias es interesante porque va más allá del análisis tradicional de la resistencia nacional al proyecto europeo y de la falta de sentimiento europeo en Europa (véase Castells y Hobolt, en este libro). Pone el énfasis en un proceso sociocultural dinámico que crearía las condiciones positivas para favorecer la profundización de la construcción europea.

			La relación entre esas dos dimensiones ofrece una nueva visión de la dinámica general de la construcción europea y su posible impasse en algún momento avanzado del proceso de integración. La historia podría desarrollarse de la forma siguiente: la profundización de la integración europea pone cada vez más en evidencia la naturaleza misma de la ventaja comparativa estructural entre los miembros de la UE, hasta un punto en que se llegaría a poner a prueba la capacidad de todas las naciones de beneficiarse de pertenecer a la UE. Entonces, la consiguiente ausencia de una convergencia sostenida de los resultados económicos entre los países miembros de la UE alimentaría una creciente heterogeneidad de las preferencias nacionales, que a su vez iría en contra de la aceptación política de las transferencias fiscales entre los miembros de la UE. La ausencia de dichas transferencias fiscales socavaría ulteriormente la capacidad general de la integración europea para avanzar hacia una prosecución positiva de su construcción. El creciente descontento social a nivel nacional podría incluso dar lugar a un recrudecimiento de los conflictos y las tensiones entre los países miembros y con la Comisión Europea, lo que allanaría el camino a algunos desenlaces impensables para los promotores de la integración de la UE: a) la salida forzosa de algún miembro (cuando se contempló la posibilidad de la salida de Grecia en 2012-2014); b) la salida voluntaria de otro miembro (con el brexit votado por el electorado británico en 2016); o c) la lenta desintegración (en el sentido etimológico) del proceso de construcción de la UE.

			El resto de este apartado está dedicado a contemplar esas dos dimensiones con la perspectiva más amplia posible, es decir desde el comienzo del proyecto europeo y a lo largo de los últimos sesenta años de construcción de la UE desde el Tratado de Roma. Se identifican tres periodos principales: i) 1957-1985, como el primer periodo de liberalización del comercio y de ampliación de la UE; ii) 1985-1999, como un periodo caracterizado por una fuerte aceleración del proceso de integración de la UE, con el Acta Única Europea y las distintas desregulaciones promovidas por el Tribunal Europeo de Justicia; y iii) 2000-2015, con el lanzamiento de la integración monetaria europea como un ulterior gran paso hacia la plena integración europea.

			A nivel económico y a nivel social, nos concentraremos en tres indicadores de particular interés —el PIB per cápita, el empleo y la productividad— para evaluar la situación. Habría que tener en cuenta unos indicadores más sofisticados del bienestar individual y colectivo, ya que cada vez es más fácil disponer de ellos. No obstante, dichos indicadores no aportan una distancia histórica suficiente como para seguir el transcurso de los últimos sesenta años de integración europea, y siguen planteando graves problemas analíticos (véase Adler y Fleurbaey 2016). Como una variable proxy muy aproximada para evaluar la homogeneidad de las preferencias11, examinaremos los índices de aprobación nacional de la pertenencia a la UE a lo largo de los últimos treinta y cinco años. Al fin y al cabo, supone un indicador bastante sólido de la apreciación general de la construcción de la UE por los ciudadanos (a pesar de que, o debido a que, incluye el «ruido» producido por los discursos políticos nacionales que culpan a Bruselas de las reformas radicales y de los ajustes drásticos).

			Unos resultados económicos cada vez más heterogéneos...

			A nivel económico, los resultados pueden interpretarse como sigue: durante 1957-1985, el primer periodo de la integración europea se caracteriza por un crecimiento económico rápido y robusto, provocado por un sólido aumento en la productividad de los factores y por un bajo nivel de desempleo. Tuvo lugar una sustancial recuperación del terreno perdido de las economías de más bajo rendimiento al principio del periodo (por ejemplo, Italia en las décadas de 1960 y 1970, Irlanda a partir de 1973, Grecia a partir de 1981), lo que dio lugar a cierta convergencia en términos de PIB per cápita entre los países miembros.

			Durante el periodo 1985-1999, la profundización de la liberalización de los mercados y la ampliación de la UE (España y Portugal en 1986, después Austria, Finlandia y Suecia en 1995) no trajo consigo una ulterior convergencia entre los países miembros de la UE (véase la figura 1.1). Las diferencias de renta entre los miembros de la UE permanecieron estables, pero en un contexto caracterizado por la ralentización del crecimiento económico, el aumento del desempleo y las desigualdades en cada país, de forma más acusada a partir de principios de los años 1990 (figura 1.2). Durante ese periodo, la UE fue cada vez más incapaz de convertirse en un motor de crecimiento para sus miembros, sobre todo debido a un declive sostenido del crecimiento de la productividad de los factores. El desempeño económico era bastante pobre en comparación con Estados Unidos, y era comparable al de Japón (que a mediados de la década de 1980 empezó a ser una economía estructuralmente lenta) (véase la figura 1.3).

			El desempeño económico europeo era limitado a pesar de las optimistas previsiones de crecimiento subyacentes al proceso de integración económica. En gran medida, el modelo de crecimiento basado en los beneficios derivados de un mercado único integrado demostró ser una exageración. Existen dos explicaciones posibles: i) una sustancial sobrevaloración de los beneficios de las economías de escala y de la reducción de los costes de transacción (véase Eichengreen 1995, reconocido a posteriori por analistas más orientados al mercado como Marsh 2013); y/o ii) porque los países miembros más grandes de la UE (que son responsables de la mayor parte del PIB de la UE) ya habían alcanzado su tamaño óptimo (Moss 2005).

			El último periodo (2000-2015) es con gran diferencia el más interesante. Como veremos con detalle en el siguiente apartado, es preciso dividir este periodo en dos subperiodos diferentes: a) 2000-2008, que corresponde a la primera fase de la integración económica de la eurozona; y b) 2008-2015, que corresponde a la crisis de doble caída que afectó a muchos países europeos de la eurozona. Los primeros ocho años de la integración monetaria europea claramente brindaron la oportunidad a España, Grecia e Irlanda (y en menor medida a Portugal) de reanudar su reducción de las distancias respecto a las economías europeas más desarrolladas (véanse las figuras 1.1 y 1.4). Las tasas de crecimiento del PIB per cápita de Grecia y España fueron respectivamente el triple y el doble que la media obtenida por los países miembros de la UE-12. Por desgracia, ese rápido y sustancial proceso de reducción de las distancias resultó ser artificial y efímero. Dichos países lograron unos resultados positivos análogos en términos de aumento de las tasas de empleo (véase la figura 1.5), lo que venía a indicar que el crecimiento económico estaba beneficiando a amplios sectores de la población.

			Durante el periodo anterior a la crisis, los países de la eurozona todavía crecían a un ritmo más lento que Estados Unidos y que otros países ricos en recursos como Canadá y Australia, pero por un margen mucho menor (respectivamente el 0,5 y el 1 por ciento, en comparación con una diferencia del 2 por ciento entre 1992 y 1999, como se muestra en la figura 1.3). A pesar de la espectacular bonanza de los países del sur de la eurozona, el motor del crecimiento de la UE seguía siendo limitado. De hecho, la eurozona se benefició de un aumento del PIB real mucho más limitado de lo esperado con la reducción de los costes de transacción, el final de las devaluaciones competitivas y la disminución del tipo de cambio y de la incertidumbre sobre los tipos de interés.

			Los resultados económicos del último periodo son espantosos. La eurozona ha sufrido una recesión de doble caída (en su mayor parte debida a los enérgicos ajustes económicos, a la devaluación interna en términos reales y a las drásticas medidas de austeridad) y apenas ha crecido en términos de PIB per cápita real a lo largo del periodo. Eso contrasta marcadamente con el desempeño de otras regiones desarrolladas del mundo que se recuperaron con unos datos de crecimiento comparables a los niveles anteriores a la crisis (véase la figura 1.3). Incluso la apática economía japonesa logró un desempeño mejor que la eurozona a lo largo de los últimos siete años. Debido a esos terribles años para la eurozona, la mayoría de los países desarrollados han crecido mucho más deprisa a lo largo de los últimos veinticinco años. Desde el lanzamiento del euro, la eurozona ha logrado una tasa de crecimiento equivalente a la mitad de la tasa de un grupo de control formado por Estados Unidos, Reino Unido, Suiza y Suecia.

			Además, durante esta década perdida para el crecimiento, la eurozona se ha caracterizado por unos resultados económicos extremadamente divergentes entre sus miembros12. Si bien Alemania logró mantener un modesto crecimiento positivo del PIB per cápita (junto con Austria), a todos los demás países no les ha ido tan bien. Francia, Países Bajos y Bélgica fueron capaces de contener la recesión, pero los países del sur de la eurozona sufrieron pérdidas sustanciales (del orden de una disminución del 0,5 por ciento del PIB per cápita anual en el caso de España e Italia), e incluso penalidades considerables (una disminución del 1,5 por ciento en el caso de Grecia). El drástico declive de los índices de empleo en dichos países (¡con una caída del 10 por ciento en pocos años!) también demuestra el fuerte impacto de la recesión de doble caída que registraron. Eso contrasta con el crecimiento sostenido de las tasas de empleo en Alemania desde 2008 (con un aumento del 4 por ciento) hasta llegar prácticamente a un máximo histórico del 75 por ciento de su población en edad de trabajar. La diferencia de 20 puntos porcentuales entre los índices de empleo de Alemania y de los países del sur de la eurozona en 2015 es el doble de la que imperaba antes de la crisis de 2008.
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			FIGURA 1.1. Heterogeneidad creciente en el desempeño europeo... (PIB per cápita, 1985-2014).

			Fuente: OCDE.
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			FIGURA 1.2. ...en un contexto de un desempeño de crecimiento bastante desalentador... (PIB per cápita, 1985-2014).

			Fuente: Eurostat.
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			FIGURA 1.3. ... y cada vez más desde 1992 (tasa de crecimiento del PIB per cápita real, en porcentaje).

			Fuente: OCDE.
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			FIGURA 1.4. Tasa de crecimiento anual del PIB per cápita en algunos países europeos.

			Fuente: Eurostat.
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			FIGURA 1.5. Tasas de empleo en algunos países europeos (en porcentaje).

			Fuente: Eurostat.

			A medida que la integración se iba haciendo masiva (con el paso de la liberalización del comercio exterior y del mercado interno a la plena integración monetaria), los resultados económicos del último periodo han reducido enormemente la homogeneidad entre las naciones europeas, con la aparición de países claramente ganadores y perdedores13. Los primeros han ido imponiendo a los segundos una drástica austeridad asimétrica cada vez mayor, con escasas transferencias fiscales que habrían podido suavizar el aterrizaje duro de dichas economías tras su caída libre. Muchos de los países que sufrieron una recesión de doble caída (2008-2009 y 2012-2013) se vieron obligados a aceptar algunas pérdidas de soberanía políticamente costosas que espolearon un acalorado debate sobre los beneficios de la integración europea.

			Sobre la base de esos tres periodos caracterizados por las diferentes dinámicas de integración y las distintas filosofías económicas subyacentes, los consiguientes resultados económicos y la percepción de la UE pueden resumirse tal y como se presentan en la tabla 1.1. Después de casi tres décadas iniciales de crecimiento económico sostenido, de una reducción de las diferencias y una convergencia sustanciales entre las economías de los países miembros, seguidas de dos décadas de crecimiento más lento, pero aun así de resultados económicos convergentes a lo largo y ancho de la UE, el último periodo (a partir de 2008) ha borrado de un plumazo parte de las ganancias económicas acumuladas por algunos países, y ha creado una polarización sin precedentes.

			TABLA 1.1. Tres fases del proceso de integración europea
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			Una integración económica y monetaria acelerada en un contexto donde las transferencias fiscales son escasas ha generado un aumento de la heterogeneidad entre los países de la UE y —en muchos países— tensiones sobre los beneficios de pertenecer a la UE. Ello se ha visto reforzado por la transición gradual del modelo de la UE hacia una sociedad capitalista de mercado, una transición que nunca ha sido explicada, ni apoyada por la opinión pública en la mayoría de los países miembros. El modelo de integración gradual parece haber llegado a un punto crítico —y puede que de inflexión— en su historia, a medida que la creciente diferenciación de los resultados económicos y el aumento de la competencia entre países han ido provocando un nivel de heterogeneidad que hace difícil —cuando no imposible— consensuar y apoyar colectivamente las únicas transformaciones que salvarían el proceso de integración, a saber más transferencias fiscales y una mayor coordinación de las políticas.

			...que provocan el deterioro de la percepción nacional de la pertenencia a la UE

			Resulta interesante ver cómo esos resultados económicos cada vez más divergentes han influido en la percepción de la pertenencia a la UE a nivel nacional. La primera observación es que ha habido cierto deterioro de la percepción de los beneficios de la pertenencia a la UE a lo largo de los últimos veinticinco años (véase la figura 1.6 para el periodo 1983-2010)14. Al observar una muestra de ocho países, solo dos (Dinamarca y Países Bajos) mantuvieron un sustancial margen neto de apreciación positiva a la hora de valorar si sus países se beneficiaban de la UE (respectivamente, un 60 y un 40 por ciento). En el caso de los otros seis países, el margen neto de apreciación positiva fue disminuyendo significativamente a lo largo de los años. Esta tendencia es particularmente espectacular en los países del sur de Europa (incluida Francia), donde el margen disminuía del orden de entre un 10 y un 20 por ciento, que como media representa un tercio de lo que era diez o quince años antes15. El caso de Alemania es menos claro debido al impacto de la reunificación en la percepción de la UE por los alemanes —inmediatamente después de la reunificación, el sentimiento de los alemanes era que la UE no había apoyado lo suficiente el considerable esfuerzo que había llevado a cabo el país. No obstante, entre 1995 y 2007, la apreciación positiva de la UE se multiplicó por dos, y la apreciación positiva neta llegó al 20 por ciento justo antes de la crisis de 2008. Ese margen desapareció en el plazo de tres años, dado que los alemanes consideraban que su país había sido penalizado por el tratamiento que había dado la UE a la crisis, ya que a su juicio no había sido lo bastante rigurosa con los países deudores, no les había exigido que realizaran ajustes drásticos, y era demasiado complaciente con los déficits insostenibles. Al margen de esa tendencia más bien negativa, lo que también resulta preocupante es la creciente disparidad de la apreciación de los beneficios de pertenecer a la UE.
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			FIGURA 1.6. ¿Cree que su país se ha beneficiado o no de ser miembro de la UE?

			Fuente: Eurobarómetro 79, primavera de 2011.

			Cabría argumentar que la valoración de los beneficios de pertenecer a la UE plasma muchas otras dimensiones del proyecto europeo (por ejemplo, el entusiasmo o la decepción respecto a los avances de la integración política europea, las preocupaciones sobre el déficit democrático en la senda de integración de la UE). Pero existe una simetría muy llamativa entre los cambios en la percepción de los beneficios de pertenecer a la UE y la situación económica pasada y presente del país. En pocas palabras, cuantas más penalidades económicas y sociales ha sufrido o está sufriendo el país, menor es la apreciación de los beneficios de ser miembro de la UE. El mensaje contenido en la figura 1.7 es absolutamente inequívoco. Los cinco países de la eurozona (Italia, Francia, Portugal, España y Grecia), cuya población opina por un margen espectacular que sus economías van mal16, son los que han asistido al declive más abrupto en la apreciación de los beneficios de ser miembro de la UE. Por el contrario, en Dinamarca y los Países Bajos, que —como veíamos anteriormente— han mantenido a lo largo de los últimos años un nivel muy alto de valoración positiva de la UE, casi un 80 por ciento de sus poblaciones creen que su economía nacional va bien. En esta encuesta de 2016, Alemania está ligeramente por encima (con un 83 por ciento), y ocupa el segundo lugar, tan solo por debajo del acogedor Luxemburgo.
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			FIGURA 1.7. ¿Cómo valoraría la actual situación de la economía de su país?

			Fuente: Eurobarómetro 85, primavera de 2016.

			Esa simetría tiene un nombre: causalidad (percibida). A juicio de muchos europeos cuyos países han pasado por graves dificultades en el periodo más reciente, el deterioro de la situación económica del país se percibe como una consecuencia directa de las políticas de la UE. A la UE se le recrimina que insista demasiado en los paquetes de austeridad drástica, así como que no haya sido capaz de poner en marcha un círculo virtuoso de crecimiento, y por no apoyar una mayor solidaridad fiscal entre los países miembros de la UE. Esa creciente heterogeneidad en la percepción de los beneficios de pertenecer a la UE —que en algunos casos es una consecuencia de la creciente reacción negativa hacia la UE— es otro potente indicador de que resultaría extremadamente difícil negociar entre los países miembros y/o implementar una mayor integración de la UE. Debido a su actual situación económica, la mayoría de los países tienen puntos de vista muy diferentes y potencialmente antagónicos sobre cuáles deberían ser las respuestas prioritarias en materia de políticas y los pasos a dar en la integración (si es que hay que dar alguno). Por ejemplo, algunos países argumentarán a favor de mayores transferencias fiscales, y otros harán campaña a favor de una unión fiscal que ponga en práctica mayores transferencias de soberanía en la gestión de las políticas fiscales. La creciente heterogeneidad (real y percibida) entre los países de la UE va a suponer en los años venideros una tremenda prueba para la capacidad de la UE de actuar colectivamente a favor de la cohesión de la Unión.

			El puente lejano de la Unión Monetaria Europea

			La Unión Monetaria Europea (UME) constituye un caso sumamente interesante cuando consideramos el proceso de construcción institucional de la UE en su conjunto: a) ha sido una de las reformas más audaces que se han emprendido en términos de la integración europea (junto con el Tratado de Roma de 1957 y el Acta Única Europea de 1985); b) el éxito de este importante paso hacia la integración es crucial para cualquier ulterior desarrollo del proyecto de la UE (que conduciría a una integración más positiva, o por el contrario a la adopción de medidas integradoras forzosas o impuestas a fin de salvar el proceso, o tal vez a una desintegración parcial o total de la UME o de la UE). Por consiguiente, es necesario comprender exactamente cuál ha sido la dinámica que ha entrado en acción y que ha estado en juego durante la última década. ¿Estamos ante una crisis del euro? ¿Ante una crisis de la eurozona? ¿Ante una crisis de la construcción europea? ¿O se trata de una crisis donde se combinan esos tres aspectos? El análisis del periodo más reciente es crucial para comprender las perspectivas de los tres ámbitos (euro, eurozona y construcción europea), pero, sobre todo, teniendo en cuenta el alcance de este trabajo, nos concentraremos en el futuro de la construcción europea en su conjunto.

			Teniendo en cuenta sus orígenes contextuales, la unión monetaria europea...

			Tres factores apuntan a la frágil situación inicial de la eurozona, pero dos elementos adicionales ayudan a explicar su dinámica interior y los resultados que se esperan de ella. Empecemos rápidamente por los tres primeros factores a fin de concentrarnos en los dos elementos principales que aparentemente plasman la dinámica de la eurozona a lo largo de los últimos quince años.

			En primer lugar, la creación de la Unión Monetaria Europea es el resultado de decisiones políticas complejas (véanse Marsh 2011 y James 2012 para un análisis sumamente detallado y fascinante de los debates y las negociaciones intraeuropeas que condujeron a la aprobación del Informe Delors en 1989, posteriormente al Tratado de Maastricht en 1992, después al Pacto de Estabilidad y Crecimiento de 1997, hasta el lanzamiento oficial del euro en 1999). Si nos remontamos al Plan Werner de 1970, las naciones europeas tenían desde hacía tiempo grandes dificultades con la cuestión de la coordinación monetaria y de la integración monetaria. La soberanía monetaria era tan esencial para la definición del Estado-nación que incluso los líderes proeuropeos habían sido muy precavidos a la hora de fomentar una medida integradora tan significativa.

			Como se mencionaba en la conclusión de la Cumbre de Hanover de junio de 1988, «el Consejo Europeo recuerda que, al adoptar el Acta Única, los Estados miembros confirmaron el objetivo de una progresiva implementación de la Unión Económica y Monetaria». El Informe Delors, publicado en abril de 1989, era audaz y al mismo tiempo cauto. Audaz porque introducía la idea de que «una moneda única, si bien no es estrictamente necesaria para la creación de una unión monetaria, podría considerarse —por motivos económicos, pero también psicológicos y políticos— un ulterior desarrollo natural y deseable de la unión monetaria» (Informe Delors 1989, p. 15). Y cauto porque no planteaba ningún plazo específico para la finalización del proceso, aunque la fecha propuesta para la primera fase era el 1 de julio de 1990, cuando debía entrar en vigor la Directiva para la plena liberalización de los movimientos de capital (p. 28).

			Ese audaz plan para la UME se ha llevado a la práctica aún más deprisa de lo que habían esperado sus promotores (el presidente Delors y un grupo de gobernadores de los bancos centrales y de directores de las principales instituciones monetarias de varios países europeos). El importante shock «exógeno» de Europa a finales de 1989 —la caída del Muro de Berlín y la consiguiente y rápida reunificación alemana en 1990— convirtieron la Unión Monetaria en una prioridad para Europa. Se dice a menudo que François Mitterrand, presidente de Francia, acordó con el canciller alemán Helmut Kohl una rápida reunificación alemana con la condición del «contrapeso» de una Unión Monetaria Europea. Para algunos países (con Francia a la cabeza), impulsar la unión monetaria era una forma decisiva de evitar el dominio (o el Diktat) del muy temido Bundesbank alemán sobre la zona monetaria europea.

			En conjunto, lo que prevaleció no fue tanto la justificación económica de la UME (por ejemplo, menos inestabilidad, menores costes de transacción, el aumento del comercio y de la inversión), sino sobre todo el plan político apoyado a un tiempo por quienes pretendían evitar el dominio de Europa por una Alemania reunificada y por quienes aspiraban a crear un nuevo ciclo de integración europea17. Esos móviles políticos subyacentes por cuestiones nacionales se entrecruzaron a lo largo de toda la preparación del Tratado de Maastricht y en las fases posteriores del proceso, y en cierta medida impidieron que la atención se centrara en los cruciales requisitos para el éxito de la futura eurozona como una zona monetaria óptima (véase más abajo).

			En segundo lugar, en 1998 la mayoría de los países candidatos no cumplían las precondiciones (los denominados «cuatro criterios de convergencia») que establecía el Tratado de Maastricht para ingresar en la eurozona18. En su Informe ad hoc de abril de 1998, el Instituto Monetario Europeo (EMI) anunciaba que tan solo cinco países (Francia, Irlanda, Luxemburgo, Finlandia y Portugal)19 de los doce candidatos a ingresar en la eurozona cumplían los cuatro criterios de convergencia. La mayoría de los países incumplían o superaban ampliamente (y en algunos casos muy ampliamente) los criterios de déficit presupuestario del Estado respecto al PIB (un 3 por ciento) y de deuda pública respecto al PIB (un 60 por ciento). No obstante, el EMI consideraba que la tendencia era positiva en la mayoría de los países, daba por hecho el mantenimiento del rigor presupuestario, y pronosticaba que la mayoría de los países iban a cumplir los criterios en un futuro próximo. Tan solo uno de los doce países candidatos —Grecia— al final no logró ingresar en la eurozona en 1999 porque estaba aún muy lejos del objetivo en los cuatro criterios de convergencia. Sin embargo, Grecia fue admitida en la eurozona en enero de 2001 aunque la mayoría de indicadores no habían mejorado de una forma sostenible. Aquella falta de seriedad inicial a la hora de hacer cumplir los criterios de Maastricht, así como la falta de control en un primer momento —me refiero a la ausencia de sanciones contra Francia y Alemania en 2003 por superar el umbral del 3 por ciento de déficit: «entonces ambos países se aliaron para asegurarse de que no iban a sufrir sanciones por incumplir el criterio, echando por tierra las normas (denominadas “pacto de estabilidad y crecimiento”) a todos los efectos», en palabras de Stacey (2001)— socavaron considerablemente los cimientos de la eurozona y fueron el embrión de algunas de sus futuras desgracias.

			En tercer lugar, el contexto de regulación financiera en que tuvo lugar el lanzamiento del euro no fue el ideal. Durante aquellos años en Estados Unidos tuvo lugar una gigantesca desregulación financiera y bancaria, lo que modificó radicalmente la forma en que operaban los bancos y las instituciones financieras. Por mencionar tan solo dos de las reformas más importantes, cabría destacar la Ley Gramm-Leach-Bliley de 1999 que derogaba rotundamente la Ley Glass-Steagall, y la Ley de Modernización de Futuros de Productos Básicos de 2000, que impedía que la Comisión de Comercio de Futuros de Productos Básicos regulara la mayoría de los contratos extrabursátiles de derivados financieros, como los seguros por impago (credit default swaps)20. A nivel global, los límites de la normativa prudencial definida por el acuerdo de Basilea I logrado en 1988 por el Comité de Supervisión Bancaria (y elevado a rango de ley por el G10 en 1992) iban quedando cada vez más claros en términos de los requisitos de capital, de los requisitos de transparencia y de control y supervisión. A nivel europeo, en 1999 la Comisión Europea publicó el Plan de Acción de Servicios Financieros (FSAP) a fin de completar antes de 2005 el marco jurídico para posibilitar el ejercicio efectivo de la libertad de mercado en los servicios financieros a lo largo y ancho de toda la Unión Europea. En palabras de algunos de sus críticos, las 42 medidas del FSAP fueron fruto del compromiso político y no del deseo de crear la mejor normativa posible para Europa. No se afrontaron muchos asuntos cruciales (una vez más la evaluación prudencial, la supervisión y la protección de los inversores), y la Comisión Europea se vio obligada a intervenir casi cada año después de la entrada en vigor de la Directiva sobre Mercados de Instrumentos Financieros de 2004 a fin de intentar fortalecer las disposiciones regulatorias europeas.

			Esos tres factores claramente han socavado el funcionamiento de la eurozona desde sus comienzos y tienen su parte de culpa en el agitado arranque de la eurozona. No obstante, no constituyen el núcleo de la dinámica de «economía real» que intervino en la eurozona y que dio lugar a la crisis y a su precaria resolución.

			...produjo unos significativos y heterogéneos efectos de economía real en los países miembros de la eurozona...

			El objetivo fundamental de la eurozona era crear una integración monetaria efectiva a fin de reducir los costes de transacción (y beneficiarse plenamente de la liberalización del comercio interior y de la mayor especialización productiva) así como los tipos de interés y la inestabilidad de los tipos de cambio entre los países miembros. Sin entrar en una exposición detallada de la justificación analítica de la integración monetaria, se puede recurrir al pedagógico análisis que hizo Feldstein (1997) de «la relación inversa entre la reducción de los costes del comercio y los efectos macroeconómicos adversos de impedir las variaciones del tipo de interés y del tipo de cambio». Su enfoque ayuda a clarificar las implicaciones de la creación de la eurozona para los países miembros, por medio de la teoría de las zonas monetarias óptimas (ZMOs) desarrollada por Robert Mundell. En resumen, para que una ZMO compense las pérdidas macroeconómicas con beneficios comerciales, es preciso tener en cuenta cuatro factores fundamentales: (1) la homogeneidad de los países que forman la unión monetaria; (2) la flexibilidad de los precios y los salarios dentro de cada país; (3) la movilidad de la mano de obra; y (4) la receptividad a las transferencias fiscales (1997, p. 35).

			Sin entrar aquí en demasiados detalles, Feldstein (1992, 1997) y Krugman (1993)21 señalaban convincentemente que la eurozona iba a ser una ZMO beneficiosa tan solo para algunos de sus países miembros, y que iba a producir de forma endógena turbulencias y conflictos en el seno de la zona monetaria. La heterogeneidad interna de los países de la eurozona, la movilidad limitada de la mano de obra entre países en la eurozona, y la práctica inexistencia de transferencias fiscales son tres de las principales explicaciones que están detrás de las predicciones de ambos autores acerca de un futuro muy complicado para algunos países, y por consiguiente para la cohesión de la eurozona. De nuevo, en pocas palabras, la renuncia a una política monetaria independiente a nivel nacional (tipos de interés y tipos de cambio) ya no iba a ofrecer la posibilidad de compensar la fuerte dinámica y las consecuencias económicas de la especialización productiva internacional, cuyos efectos iban a maximizarse gracias a la masiva liberalización del comercio interior y exterior emprendida a mediados de la década de 198022. Para Feldstein (1997), la clara conclusión era que «los países de la Unión Europea no constituyen una unión monetaria natural, y que imponer una moneda única en la zona iba a provocar un desempleo cíclico como respuesta a los shocks de demanda adversos».

			Krugman (1993) analizaba algunas de las lecciones que cabía extraer de la experiencia de Massachusetts (un estado de la Unión que sufrió una reestructuración industrial masiva en la década de 1980) para la UME. Señalaba que entre las dinámicas que entran en juego en una unión monetaria cabe incluir un aumento de la especialización regional, la inestabilidad de las exportaciones regionales, movimientos de capital procíclicos y un crecimiento divergente a largo plazo (pp. 242-243). Krugman advertía de que el Mercado Único y la UME iban a «combinarse para hacer más frecuentes y más graves las crisis regionales al estilo estadounidense en el seno de la Comunidad Europea. Y salta a la vista de inmediato que Europa tendrá un problema si empieza a experimentar crisis regionales al estilo de Estados Unidos sin el federalismo al estilo de Estados Unidos. [...] Será necesario algún tipo de reforma en materia de políticas si lo que se pretende es evitar que una economía europea cada vez más unificada pague por dicha unificación un precio aún más alto que el que paga Estados Unidos». Por desgracia, como menciona Spolaore (2013) en su visión general de la construcción europea, «el argumento antifuncionalista de que la integración puede dar lugar a la especialización y a una mayor heterogeneidad (por ejemplo Krugman y Venables 1996) recibió mucha menos atención en Bruselas» (2013, p. 136, cursivas mías)23.

			En el apartado anterior hemos examinado la creciente heterogeneidad en el desempeño económico de los países miembros de la eurozona durante la última década. Aquí tan solo ilustraremos brevemente un ejemplo de los fuertes efectos «de economía real» de la integración monetaria que dieron lugar a esos resultados agregados. Conforme al caso presentado por Krugman (1993) de la creciente especialización regional de la industria de automoción estadounidense, resulta llamativo ver cómo se produce un fenómeno similar inmediatamente después de la introducción del euro. En palabras de un informe de expertos de 2008:

			...mientras que la participación alemana en el empleo de la industria manufacturera en la UE ha permanecido básicamente inalterada a lo largo de la última década [...] la participación de Alemania en el empleo de la industria de la automoción ha aumentado, especialmente desde 2000. En 2006, su participación era más de 5 puntos porcentuales mayor que en 2000. Por consiguiente, estas cifras indican un cambio en la ubicación del empleo en la industria de la automoción en la UE a lo largo de los últimos años, y muy especialmente desde los países de la UE-15, sin contar Alemania, a unos pocos de los nuevos Estados miembros. [...] Otros datos indican que los productores del sector de la automoción alemana han sido los primeros que han extendido la producción a los nuevos Estados miembros (Loire y Ward 2008, p. 6).

			Tras la introducción del euro, la industria automovilística europea se fue especializando cada vez más por regiones bajo el dominio de los fabricantes alemanes y a expensas de Francia, Italia y España.

			Los efectos acumulados de «economía real» tras la introducción del euro también pueden observarse en el rápido aumento del superávit comercial de Alemania frente a la UE-17 inmediatamente después del año 2000. Saltó del 1,6 al 4,7 por ciento del PIB entre 1999 y 2007, ¡lo que supone un incremento acumulado de más de 120.000 millones de euros a lo largo del periodo! El volumen del superávit comercial mensual alemán en su conjunto se multiplicó por cuatro a lo largo de ese periodo, ¡desde una cuantía de en torno a 4.000 millones de euros al mes en 1999 hasta los 16.000 millones en 2007!24.

			Ese tipo de efectos «de economía real» tras la introducción del euro han provocado que la eurozona sea sensiblemente más frágil. La desindustrialización en la mayoría de los países (del sur de Europa) dio lugar a un déficit comercial exterior que en la mayoría de los casos alimentó una crisis de las balanzas de pagos que a su vez elevó las primas de riesgo de la financiación internacional y a su vez ese aumento de los costes financieros dio lugar a un crecimiento aún más lento. Esos efectos «de economía real» se han combinado con los relacionados con la crisis de endeudamiento público y privado, que consiste en lo siguiente: los bajos tipos de interés, gracias al alineamiento de casi todos los tipos de interés de Europa con el bajo tipo de interés vigente en Alemania en 2000, dieron lugar a un endeudamiento de los Estados que estaban incurriendo en un elevado déficit público y en un endeudamiento descontrolado del sector privado25 que provocó una resaca de activos malos que a su vez provocó un aumento de las primas de riesgo y una disminución del crédito, lo que dio lugar a una ralentización del crecimiento.

			Este efecto «de economía real» resultó mucho más desestabilizador en Europa porque se produjo en ausencia de un federalismo fiscal institucionalizado en la eurozona. En los Estados federales (tan diversos como Estados Unidos, Alemania, India y Brasil), las transferencias presupuestarias suponen aproximadamente el 50 por ciento del presupuesto fiscal federal. Con un presupuesto fiscal total del orden de entre el 24 y el 28 por ciento del PIB, eso significa unas transferencias anuales de una cuantía de entre el 12 y el 14 por ciento del PIB. En el caso de Europa, el presupuesto asciende al 1 por ciento, menos de una décima parte que en los Estados donde operan mecanismos fiscales que refuerzan la solidaridad. El Informe Delors (1989) era consciente de esa importante advertencia, y señalaba que «la experiencia histórica sugiere que en ausencia de unas políticas de compensación, el impacto total en las regiones periféricas podría ser negativo. Los costes de transporte y las economías de escala tenderían a favorecer un traslado de la actividad económica desde las regiones menos desarrolladas, sobre todo si se encuentran en la periferia de la Comunidad, hacia las zonas altamente desarrolladas de su centro. La UME tendría que fomentar y encauzar unos ajustes estructurales que ayuden a las regiones más pobres a reducir la distancia con las más ricas». En febrero de 1988 se dio un paso en esa dirección, cuando el Consejo Europeo decidió duplicar la cuantía de los fondos estructurales en el plazo de cinco años. Pero aquello era demasiado poco para compensar los enormes efectos «de economía real» en la mayoría de los países de la eurozona.

			...que degeneró en una crisis de la eurozona que resultó inevitable y se agravó debido a una serie de reacciones equivocadas y de errores en materia de políticas

			Frente a ese telón de fondo, las posibilidades de un éxito de la eurozona parecían muy exiguas al principio del periodo. Sin embargo, una serie de errores en materia de políticas, y de respuestas equivocadas en casi todos los países de la eurozona, no solo hicieron inevitable la crisis, sino que además la agravaron.

			En primer lugar, los países periféricos del sur cometieron una parte de los errores en sus políticas. Desperdiciaron la mayor parte del periodo de «almuerzo gratis» del que gozaron entre 2000 y 2007, cuando su tasa de crecimiento real era mucho mayor que los tipos de interés reales, gracias a la práctica desaparición de las primas de riesgo sobre las deudas nacional y privada emitidas por los países o sus instituciones financieras. En vez de emprender un doloroso ajuste en los mercados de trabajo y en el sistema de bienestar social (como se hizo en Alemania, Suecia y Dinamarca), y en vez de financiar importantes proyectos de infraestructuras para mejorar su productividad de los factores, esos países (sus Gobiernos, sus bancos y sus empresarios) desperdiciaron aquella oportunidad irrepetible. El crecimiento obedecía en su mayoría a los sectores no exportables, alimentado por el endeudamiento privado. La vulnerabilidad de ese modelo de crecimiento se materializó con una crisis de la balanza de pagos y una crisis de deuda privada. Cabe señalar que ese tipo de políticas estructurales y económicas inadecuadas fue implementado tanto por las coaliciones de centro-izquierda como de centro-derecha26.

			En segundo lugar, a medida que se desarrollaba la crisis a lo largo de 2008 y 2009 (debido a la crisis de las hipotecas de alto riesgo, importada de Estados Unidos, pero también debido al endeudamiento público y privado acumulado, y a los efectos depresivos sobre la economía real en la eurozona), llegaron las respuestas inadecuadas por parte de los países con mayor éxito (por ejemplo, Alemania, Países Bajos, Finlandia y Austria). En esos países, la escasísima popularidad de las transferencias fiscales solidarias obligaban a los Gobiernos a mantener una postura de firmeza frente a los países atribulados de la eurozona. Esas respuestas fueron alentadas en cierta medida por las organizaciones internacionales, que consideraban que era necesario hacer sustanciales recortes presupuestarios y ajustes de la economía real en los países con problemas a fin de restablecer las perspectivas de crecimiento, la confianza y por consiguiente los flujos financieros internacionales. Como hemos visto en el apartado anterior, la reducción de la demanda interna —es decir la disminución de los salarios reales más la reducción del gasto público que se exigía a los países con problemas a cambio de ayuda— fue considerable en algunos países. Entre 2008 y 2012, la disminución del poder adquisitivo osciló desde un 4 por ciento (Italia) o un 8 por ciento (Portugal) hasta un 12 por ciento (España) y un 26 por ciento (Grecia).

			En tercer lugar, en Europa hubo una acusada incapacidad de prever la crisis de la eurozona, aunque se habían ido acumulando las señales de advertencia antes del estallido de la crisis (por ejemplo, grandes desequilibrios en la balanza comercial o en la balanza de pagos, una rápida desindustrialización de algunas regiones o de algunos países de Europa, burbujas inmobiliarias explosivas, un endeudamiento privado en vertiginoso aumento). Los políticos y los tecnócratas europeos se mostraban muy complacientes ante el desempeño de la eurozona durante el periodo 2000-2007, cuando registró su máxima tasa de crecimiento (pero no sobre una base sólida, sostenible y virtuosa). Y para colmo, no utilizaron los años inmediatamente posteriores a la UME para completar la configuración institucional de la eurozona y para prepararse frente a la posible llegada de tiempos difíciles.

			La falta de una coordinación eficaz en materia de políticas económicas y de mecanismos de control a nivel de toda la eurozona (por ejemplo, el funcionamiento del Pacto de Estabilidad y Crecimiento, que se modificó de una forma un tanto ineficaz en 200527 y los agitados comienzos del Banco Central Europeo en el periodo 2002-2007) indudablemente desempeñaron un papel en aquel arranque un tanto irregular de la eurozona. Como destacaba De Grauwe (2010b), «no existe un mecanismo que garantice la convergencia de las posiciones competitivas de los miembros, y por consiguiente que impida los desequilibrios comerciales más graves. [...] No existe un mecanismo que resuelva las crisis provocadas por dichos desequilibrios ni esas posiciones competitivas divergentes. Por consiguiente, la gestión de la crisis de la eurozona es ad hoc, requiere mucho tiempo, y se ve entorpecida por la falta de credibilidad».

			Esas líneas de falla quedaron en evidencia durante la crisis de la deuda de 2008. Alimentaron sustanciales vacilaciones institucionales y de comunicación al principio de la crisis a nivel de toda Europa, así como, en algunos casos, respuestas inadecuadas en materia de políticas. No podemos detallar por extenso los diversos errores en materia de políticas como respuesta a la crisis de la deuda, a la crisis de la banca28 y la crisis de la economía real, pero es preciso mencionar lo siguiente durante el periodo 2008-2012.

			La respuesta que dio el Banco Central Europeo (BCE) a la crisis fue inicialmente más conservadora y menos eficaz que la de la Reserva Federal de Estados Unidos o que la del Banco de Inglaterra. En un detallado análisis que elaboró para el Parlamento Europeo, Claeys (2014) concluía que:

			[...] el BCE adoptó unas medidas que principalmente estaban destinadas a garantizar la provisión de liquidez y a reparar el canal de crédito de los bancos, a través de cambios en su marco habitual para la implementación de la política monetaria. Por el contrario, la Reserva Federal y el Banco de Inglaterra aplicaron rápidamente unas políticas monetarias no convencionales, por el procedimiento de implementar programas de apoyo cuantitativo, que aparentemente tuvieron un efecto positivo en las variables financieras y también en la economía real.

			Se han producido costosas confusiones analíticas entre las crisis de solvencia (Grecia), y las crisis de liquidez (Italia), así como entre las crisis de deuda pública (Grecia) y las crisis de deuda privada (España e Irlanda). Por ejemplo, la insistencia de los acreedores en rechazar cualquier tipo de reestructuración profunda de la deuda soberana griega hasta principios de 2012 provocó una fuerte incertidumbre sistémica respecto a la gestión de la crisis por las instituciones (el BCE, el Fondo Monetario Internacional, o FMI), por parte de los acreedores nacionales y de los bancos privados internacionales. Esa incertidumbre sistémica tuvo graves repercusiones en otros países endeudados (Irlanda, España, Portugal e Italia) y creó un entorno reacio a los riesgos que ha deprimido la inversión y el consumo, y por consiguiente ha reducido las perspectivas de crecimiento en muchos países de la eurozona.

			La creación de instrumentos financieros relevantes ha sido vacilante, lo que ha dejado en evidencia los conflictos existentes entre los distintos sectores interesados de la eurozona. En 2010 se pusieron en marcha dos programas temporales de rescate, el Mecanismo Europeo de Estabilización Financiera (EFSM) y el Fondo Europeo de Estabilidad Financiera (EFSF). Junto con un apoyo financiero masivo por parte del FMI, esos mecanismos aportaron fondos para Grecia, Irlanda y Portugal en 2010 y 2011. En virtud del Programa del Mercado de Valores, que se puso en marcha en mayo de 2010, el BCE adquirió aproximadamente 220.000 millones de euros de bonos del Estado de Grecia, Irlanda, Portugal, Italia y España. Pero la mayor parte de la literatura empírica, citada por Claeys (2014), señalaba que «tuvo un efecto positivo pero efímero en el funcionamiento de los mercados, por el procedimiento de reducir la prima de liquidez así como el nivel y la inestabilidad de la rentabilidad de los bonos del Estado de Europa». La eurozona tuvo que esperar hasta 2012 para empezar a afrontar de una forma apropiada, con los instrumentos financieros y monetarios oportunos y con una intervención de la magnitud adecuada.

			Por último, la insistencia en las drásticas medidas de austeridad para arreglar las atribuladas economías de la eurozona terminó de una forma bastante contraproducente. En algunos países fueron absolutamente necesarios algunos ajustes fiscales tras los primeros años de permisividad con el derroche tras el lanzamiento del euro. Sin embargo, la drástica austeridad presupuestaria (promovida conjuntamente por el FMI y el eurogrupo) demostró ser tan errónea como sus justificaciones teóricas iniciales29. La recesión autoinfligida de 2012 se debió sobre todo a los efectos deflacionistas acumulados de los ajustes presupuestarios de los países de la eurozona. A duras penas abrió la puerta a una mejor comprensión de la relación entre las previsiones de crecimiento y la consolidación fiscal, como demuestran el «Pacto Fiscal» y la directiva del «Paquete de Seis» (así llamada por constar de seis medidas legislativas) que entraron en vigor en diciembre de 2011 para garantizar que los Gobiernos de la UE respetaran los requisitos de la unión económica y monetaria y no incurrieran en un déficit excesivo.

			En 2012 la eurozona llegó a un punto de inflexión que la sacó del apuro...

			Cabe considerar que 2012 fue un importante punto de inflexión en la gestión de la crisis por parte de la eurozona. Se produjeron varios acontecimientos importantes que indicaban un significativo ajuste tanto de los instrumentos como de las políticas, y de forma más apreciable en el ámbito monetario y bancario. Uno de los acontecimientos cruciales fue la muy esperada reestructuración de la deuda griega. Zettelmeyer et al. (2013) ofrecen un análisis en profundidad de ese primer episodio de reestructuración de la deuda en Europa desde la Segunda Guerra Mundial que estableció «un nuevo récord en términos del volumen de deuda reestructurada y de pérdidas agregadas de los acreedores». Los autores recuerdan que «tras un intercambio de deuda de 200.000 millones de euros en marzo/abril de 2012 y una recompra en diciembre de gran parte de los bonos soberanos recientemente intercambiados, la cuantía de los bonos griegos en manos de los acreedores privados se redujo únicamente a 35.000 millones de euros —tan solo el 13 por ciento de lo que importaba en abril de 2010, cuando Grecia perdió el acceso a los mercados de capital». Los acreedores privados tuvieron que sufrir un sustancial «corte de pelo», de un 65 por ciento de media, con un fuerte apoyo del FMI y la aprobación de los jefes de Gobierno de los países miembros de la UE. La medida dio una clara señal de que la eurozona entraba en una fase creíble de estabilización.

			La puesta en marcha casi simultánea de las Operaciones de Refinanciación a Muy Largo Plazo en diciembre de 2011 y febrero de 2012, y después del programa de Operaciones Monetarias sin Restricciones en septiembre de 2012 y la creación del Mecanismo Europeo de Estabilidad en octubre de 2012 alteraron considerablemente la situación monetaria de la eurozona30. En primer lugar, esos instrumentos contribuyeron a crear el muy necesitado prestamista de último recurso para la eurozona. En segundo lugar, la magnitud de las posibles intervenciones para combatir la crisis de liquidez y para ayudar a los países endeudados fue tan formidable que tuvo un sensible efecto de credibilidad31. En tercer lugar, el BCE, bajo la presidencia de Mario Draghi (que comenzó en noviembre de 2011), hacía patente su firme determinación de hacer uso de aquellos nuevos instrumentos a fin de ayudar a refinanciar el sistema bancario, reducir la incertidumbre sistémica y aportar un estímulo monetario para reavivar el crecimiento económico en la eurozona. Si a eso le sumamos el lanzamiento de la Unión Bancaria en 2012 (que transfería la responsabilidad de las políticas bancarias de manos de las autoridades nacionales a las autoridades de la UE), la Directiva para la Reestructuración y la Resolución de Entidades de Crédito en 2013 (para solucionar eficazmente la cuestión de las instituciones de crédito poco sólidas o en quiebra), y el fortalecimiento de la Junta Europea de Riesgo Sistémico (para la supervisión macroprudencial del sistema financiero europeo), cabría concluir que se ha hecho mucho (y con bastante éxito) a fin de mantener unida la eurozona y consolidar el euro como una de las principales divisas del mundo.

			Sin embargo, el apoyo cuantitativo del BCE bajo la presidencia de Mario Draghi (a pesar del reiterado escepticismo, cuando no la oposición, de Alemania) no ha sido suficiente para volver a poner en marcha la locomotora del crecimiento en la eurozona. A pesar de los tipos de interés cero y la disminución de la prima de riesgo a niveles muy bajos, varios países de la eurozona siguen en el círculo vicioso de ajustes fiscales y bajo crecimiento económico. En realidad, la doctrina de la UE no ha variado, y Bruselas sigue insistiendo enérgicamente en el respeto a los objetivos presupuestarios dentro del marco del Pacto de Estabilidad y Crecimiento. En 2015 se introdujo cierta flexibilidad con una nueva directiva, pero sigue imperando la ortodoxia presupuestaria, con una supervisión más estrecha y un aumento de las transferencias de la soberanía fiscal (en virtud de las disposiciones preventivas del Pacto de Estabilidad y Crecimiento).

			... pero sin avanzar en materia de soluciones políticas y económicas sostenibles

			Es precisa una mayor coordinación económica, pero más allá de la prolongación de las firmes restricciones presupuestarias a nivel nacional, no se han propuesto grandes cosas en materia de federalismo fiscal, de transferencias fiscales automáticas, de armonización tributaria o de eurobonos para las inversiones europeas directas en infraestructuras o respetuosas con el medio ambiente. El Plan de Inversiones para Europa, de 315.000 millones de euros, anunciado a bombo y platillo (también conocido como Plan Juncker) y que se puso en marcha en noviembre de 2014, es en realidad un fondo de garantía de la Comisión Europea por un valor de 21.000 millones de euros que no va a cambiar nada. La suma de los recursos no disponibles en virtud del Fondo Europeo de Desarrollo Regional, el Fondo de Cohesión y el Horizonte 2020 para la Ciencia para el periodo 2014-2020, asciende a 60.000 millones de euros anuales, es decir un 0,4 por ciento del conjunto del PIB de la UE. La Unión Europea y la eurozona no tienen los recursos fiscales directos, ni tampoco el proyecto de apalancar y/o coordinar las inversiones en infraestructuras, en proyectos medioambientales o de modernización de sus Estados miembros.

			En resumen, se han hecho muchas cosas y se han invertido ingentes sumas de dinero desde la crisis de 2008 para salvar el núcleo motor de los sistemas económicos, es decir los bancos y las instituciones financieras a lo largo y ancho de toda Europa. Más allá de esa muy comprensible prioridad, se ha intentado y se ha logrado mucho menos en materia de políticas fiscales y sociales. Ello requeriría una mayor voluntad política por parte de los responsables de la toma de decisiones en Europa, y un mayor grado de consenso entre los Estados miembros. En el periodo actual, caracterizado por un estancamiento económico general, y teniendo en cuenta la creciente heterogeneidad de los Estados miembros, cualquier profundización de la integración europea en las cuestiones más polémicas, como las políticas fiscales y sociales, se nos antoja poco factible y escasamente realista.

			El Informe de los Cinco Presidentes, titulado «Completar la Unión Económica y Monetaria de Europa» y publicado en junio de 2015, no llegaba a proponer pasos concretos. Si bien reconocía que «la divergencia provocó fragilidad en toda la Unión» (p. 4), el documento está muy en la tradición de la construcción de la Unión Europea. Se trata de un documento ambicioso, en ocasiones preciso y técnico acerca de las reformas que pueden emprenderse o que corresponden a la corriente mayoritaria de la Comisión Europea y de los principales Estados miembros (la Unión Bancaria, la Unión de Mercados de Capitales, el Procedimiento de Desequilibrio Macroeconómico, el Consejo Fiscal Europeo, las autoridades en materia de competitividad, etcétera), y en otros apartados se muestra impreciso o cargado de buenos propósitos sobre asuntos menos consensuales («un mayor énfasis en el empleo y en la actuación social», «el diseño exacto de estabilizadores para la eurozona exige más trabajo en profundidad», etcétera). Este último ejemplo del proceso de construcción europea poco sistemática, pragmática e ideológica, no cumplió con las expectativas ni tampoco creó la muy necesaria visión positiva ni el impulso necesarios para la eurozona y para la Unión Europea. Un año después, el referéndum británico llevaba a los líderes europeos a proponer una nueva visión para Europa, y así venía a enterrar implícitamente un documento programático creado el año anterior.

			En ausencia de iniciativas concretas e importantes que puedan emprender los dirigentes europeos (la Comisión, el Parlamento o el Consejo), el futuro a corto plazo de la eurozona será una combinación de: a) mantener la austeridad en muchos países de la eurozona con nuevos ajustes de los salarios reales y recortes en el gasto público a fin de obtener una deflación competitiva (no cooperativa), pero con unas perspectivas limitadas de crecimiento y reindustrialización; b) una posible salida de la eurozona de Grecia o Portugal si las cosas empeorasen, aunque dejar salir a los actores pequeños incrementaría la presión sobre los más grandes —demasiado grandes para un eventual rescate— (Italia), y eso significaría unos elevados costes de depreciación para los tenedores de deuda, y la posibilidad de una grave recesión económica; c) una coordinación y una solidaridad insuficientes pero más enérgicas para un aumento de las transferencias presupuestarias públicas, en su mayoría obtenidas a través del apoyo cuantitativo y de una política expansionista del BCE.

			A modo de comentario final de este apartado, el euro se ha salvado (ahora mismo es una divisa global bien consolidada), la eurozona ha sobrevivido gracias a unas medidas mucho más decisivas a partir de 2012 (en las que Mario Draghi, presidente del BCE, ha desempeñado un papel crucial), pero el proceso de integración europea se ha visto debilitado de una forma tan sustancial que se nos antojaría poco realista cualquier visión favorable a una ulterior profundización de la Unión: no hay consenso entre unos Estados miembros que mantienen posturas antagónicas sobre por qué (y cómo) debería concluirse la construcción de la casa común.

			Conclusiones

			¿Qué hemos aprendido de este análisis de las políticas económicas del proceso de integración europea a lo largo de los últimos sesenta años?

			•El proceso gradual hacia la integración europea (la famosa «reacción en cadena») se ha visto cada vez más dominado por los actores del sector privado y por las fuerzas del mercado (gracias a una desregulación masiva alentada por el Acta Única de los años 1980, y después por la Unión Económica y Monetaria en los 1990).

			•Esta sustancial desviación del modelo de una economía social de mercado, encomiable para la mayoría de los ciudadanos europeos (aunque de formas diferentes, debido a las tradiciones del bienestar social a la manera de Bismarck o a la de Beveridge, o a la reciente transición de algunos países a la economía capitalista de mercado), indica que se ha producido cierta «integración forzosa», que ha ido ampliando progresivamente el déficit democrático del proceso de construcción de la Unión Europea.

			•Con el Acta Única Europea y la Unión Económica y Monetaria, el proceso de integración ha llegado a un punto donde cualquier ulterior profundización requeriría nuevas transferencias de soberanía en materia fiscal, social y política, y se ha aproximado en última instancia al objetivo de un federalismo político, lo que a todas luces no es un objetivo político para muchos Estados miembros.

			•Simultáneamente, el Acta Única y la Unión Económica y Monetaria han creado una fuerte heterogeneidad dentro de la Unión Europea (muy lejos de los efectos de convergencia previstos) que hace casi imposible cualquier tipo de consenso sobre nada más allá de la mejora de la situación actual. La falta de consenso en Europa invalida la posibilidad de producir bienes comunes no rivales a un nivel europeo de cooperación.

			•Las medidas radicales de integración sin una adecuada configuración institucional (de regulación y supervisión) no resultan productivas, particularmente cuando un complicado proceso de toma de decisiones provoca retrasos en las respuestas a tiempo en materia de políticas.

			•El proceso de integración europea tal y como lo conocíamos tocó a su fin, y ya resulta imposible llevarlo adelante sobre la misma base. Muchos analistas como Spolaore (2015) subrayan ahora que «los ulteriores pasos hacia la integración europea deberían darse únicamente cuando sean económicamente beneficiosos y políticamente estables por sus propios méritos y abiertamente a ojos de la población europea».

			•A fin de volver a generar cierta convergencia y cierto impulso en lo económico y lo político, sería preciso conceder la máxima prioridad a las políticas que produzcan externalidades positivas entre los países miembros (como el desarrollo de las infraestructuras o la protección medioambiental) o que incrementen la productividad de los factores en su conjunto (en vez de las políticas descoordinadas de competitividad regionales o nacionales).

			•Sería deseable que la unión política tan solo fuera reivindicada por los países que están explícitamente dispuestos a avanzar hacia un federalismo europeo. No debería ser un subproducto implícito impuesto por necesidad.

			De acuerdo con este análisis crítico un tanto severo, parece legítimo terminar este trabajo preguntándonos si la integración europea ha sido de verdad un avance económico tan ventajoso. Ya hemos visto que la trayectoria de Europa durante los últimos veinticinco años no ha sido gran cosa. En realidad, Europa no ha logrado crear las condiciones para garantizar un crecimiento sostenible a largo plazo para sus países miembros ni para ofrecer grandes perspectivas para el siglo XXI32. Además, cabría preguntarse cuál es el historial de Europa a la hora de proteger a sus países miembros (y a sus ciudadanos) de los shocks desestabilizadores externos, de los aspectos negativos de la globalización, y del exceso de confianza en la mano invisible del mercado. Una vez más, es posible que los resultados no sean demasiado espectaculares. Beckfield (2006, 2009) advertía de que la integración regional, no la globalización, iba asociada a un aumento de la desigualdad de ingresos en Europa occidental y a los cambios del Estado del bienestar en los países capitalistas avanzados de Europa occidental. Busemeyer y Tober (2015) concluían que:

			el proceso de integración europea podría contribuir a largo plazo a llevar a los países europeos a una forma más liberal de capitalismo. [...] Quienes esperen que las políticas de la UE podrían compensar los efectos colaterales negativos de la integración europea y global sobre la viabilidad de los Estados del bienestar nacionales se llevarán una decepción. Desde luego, la actual configuración institucional y política de la UE no parece ser un contrapeso eficaz contra la tendencia generalizada hacia el aumento de la desigualdad.

			Teniendo en cuenta la importancia de estos asuntos para el futuro de Europa, parece sumamente aconsejable emprender más estudios y llevar a cabo una deliberación pública más informada antes de dar cualquier nuevo paso hacia la integración en Europa.

			Como último comentario, el proceso de integración europea ha cumplido su extraordinaria tarea de evitar las guerras y los conflictos entre sus Estados miembros (a pesar de su número creciente a raíz de las sucesivas ampliaciones), pero es posible que en el plano económico no haya sido tan positivo como cabría esperar (o tan conforme a nuestras esperanzas). Así pues, si esta afirmación contiene algo de verdad, el proceso de construcción de una Unión Europea puede contemplarse en la historia como un asunto inacabado, o como una enorme oportunidad perdida —pues no ha logrado cumplir sus promesas debido a su excesiva dependencia de las «segundas mejores» estrategias (políticas y tecnocráticas) que han demostrado ser cada vez con más frecuencia incapaces de crear una espiral positiva de apoyo popular a favor de una mayor integración europea a través del crecimiento incluyente, de los avances en protección del medio ambiente y de la cohesión social.
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					1 La cuantiosa financiación estructural de la UE —en su mayoría a disposición de las inversiones en infraestructuras materiales y sociales— siguió desempeñando un papel positivo en el proceso de modernización y reducción del atraso de los países del sur de Europa a partir de la década de 1980, y de los países de Europa central y oriental a partir de la década de 1990.

				

				
					2 Un número sustancial de estudios ha examinado esta cuestión. Para las aportaciones más recientes, véase Meunier et al. (2015), que introdujo el concepto de «fracasar hacia adelante». En versiones anteriores de este trabajo, yo proponía la metáfora futbolística de «chuta y corre» para describir la estrategia de integración europea. Es un indicio de lo dudosa que me parece la posibilidad de seguir adelante con la integración europea tal y como la hemos visto desarrollarse a lo largo de las últimas décadas. Desde luego, una táctica del fútbol inglés del siglo XIX, reciclada por la política europea del siglo XX, no es la estrategia más segura para guiar a Europa hasta bien entrado el siglo XXI.

				

				
					3 Debido al poder de intimidación del argumento «TINA» (there is no alternative, no hay alternativa), los Gobiernos nacionales y la opinión pública se han visto obligados a apoyar una mayor integración europea y a aceptar una normativa y una supervisión europeas intrusivas. La aparición del denominado «déficit democrático» de Europa en parte tiene su origen en esa estrategia de integración forzosa que propugna la Comisión Europea con el consentimiento de la mayoría de los líderes europeos. Otros factores significativos que explican el «déficit democrático» son la falta de una identidad europea positiva (Castells, en este libro) y las complejas —y muchas de ellas poco transparentes— instituciones europeas para la toma de decisiones (por ejemplo, la Comisión, el Consejo, el Parlamento, etcétera).

				

				
					4 El «Informe de los Cinco Presidentes» publicado en junio de 2015 propugnaba una profundización de la integración —los apartados 3 y 4 tratan respectivamente sobre la unión financiera y la unión fiscal. Aunque solo afecta a los miembros de la eurozona (y por tanto no al Reino Unido), el objetivo global y sus implicaciones tanto para los miembros de la eurozona como para los no miembros parecen claros: Europa se encamina hacia una mayor integración en los años venideros.

				

				
					5 Varios jefes de Gobierno de países del centro y el este de Europa apoyaron enérgicamente ese enfoque a favor del mercado y de la desregulación tras su ingreso en la UE (por ejemplo, Polonia, la República Checa y Estonia) y con ello contribuyeron a reforzar la tendencia hacia una menor intervención del Estado y un sector privado cada vez mayor.

				

				
					6 Aquí son de gran ayuda las referencias a los análisis de la integración de las economías de mercado (al estilo Polanyi), así como a las fuertes afinidades entre la propiedad privada y la coordinación de los mercados (Kornai 1990). Del análisis de Kornai cabe concluir que en un sistema económico dinámico, la desregulación de los mercados tiende a favorecer la propiedad privada y que la privatización de las empresas de titularidad estatal tienda a favorecer los mecanismos de coordinación de los mercados.

				

				
					7 Lo que, irónicamente, en el caso de Europa, no dio lugar a menos regulación, sino a una regulación más favorable a los mercados.

				

				
					8 ¡Tan solo enumeran tres estudios entre 1989 y 2011!

				

				
					9 Su estudio presenta un breve análisis de los escasos estudios realizados entre 1995 y 2012.

				

				
					10 A pesar de que los sustanciales fondos estructurales de la UE han tenido un considerable efecto redistributivo entre los países miembros, y en cierta medida han atenuado los efectos de la especialización económica, no podrían competir en magnitud con los cambios estructurales exigidos por la integración comercial, financiera y monetaria. Los fondos estructurales y de inversión de la UE disponibles para el periodo 2014-2020 (que ascienden a la sustancial cifra de 351.800 millones de euros) tan solo supondrán para los máximos beneficiarios (es decir, los países de Europa central y oriental) entre el 1,5 y el 2,5 por ciento de su PIB anual.

				

				
					11 Es necesario realizar más estudios teóricos y empíricos sobre esta cuestión crucial.

				

				
					12 Lo que resulta aún más irónico, dado que el principal motivo para llegar a la Unión Monetaria Europea era conseguir una mayor convergencia del desempeño económico (Informe Delors, 1989, p. 11, cursivas en el original). Examinaremos esta cuestión en el apartado siguiente.

				

				
					13 Los países de Europa central y oriental también se han visto gravemente afectados desde 2008 por una recesión de doble caída que ha afectado a la mayoría de las economías a pesar de su potencial de crecimiento para ponerse a la altura de las principales economías europeas.

				

				
					14 Por desgracia, en 2011 el Eurobarómetro dejó de encuestar a las opiniones públicas nacionales sobre la valoración por los encuestados de los beneficios para su propio país de pertenecer a la UE.

				

				
					15 En Francia y Países Bajos, los dos referendos organizados en 2005 sobre la adopción de una constitución europea dieron como resultado sendos rechazos masivos (respectivamente un 55 y un 61 por ciento de «noes») que se interpretaron como un indicio de una fuerte rebeldía popular respecto a una ulterior integración europea.

				

				
					16 Esos cinco países ocupan la parte más baja del ranking, pues tan solo entre un 3 por ciento (Grecia) y un 15 por ciento (Italia) de sus poblaciones considera que su economía nacional va bien, comparado con entre el 84 y el 97 por ciento de encuestados que opinan que va mal.

				

				
					17 Para los políticos y los tecnócratas eurófilos, la idea de dar un gran impulso a la unión monetaria era una forma de fomentar (o de forzar) una mayor unificación política, una medida que estaba en consonancia con la estrategia de reacción en cadena que veíamos en el primer apartado. La UME es un muy buen ejemplo de lo que he denominado el enfoque de «chuta y corre» para la integración europea.

				

				
					18 Cabe recordar que en 1996 tan solo dos países (Irlanda y Luxemburgo) de los doce candidatos que solicitaron el ingreso en la eurozona cumplían los criterios de convergencia y que, por consiguiente, ¡en diciembre de 1996 el Consejo Europeo no tuvo más remedio que postergar la introducción del euro (prevista para 1997)!

				

				
					19 Francia fue capaz de cumplir el criterio de un «déficit presupuestario del 3 por ciento del PIB» gracias a que France Telecom pagó de una sola vez su convenio sobre pensiones, lo que suponía el 0,45 del PIB. Portugal a duras penas cumplió el criterio de una «deuda del 60 por ciento del PIB» en 1998 sobre la base de las previsiones del EMI (una disminución respecto al 65 por ciento registrado en 1996).

				

				
					20 Véase Sherman (2009), que también menciona el sistema de regulación voluntaria de 2004 que propuso la Securities and Exchange Commission (SEC) estadounidense en virtud del programa de Entidades Supervisadas, lo que permitía que los bancos de inversión redujeran sus reservas de capital e incrementaran su endeudamiento.

				

				
					21 Estos tres artículos aportan un excelente análisis —aunque desalentador, teniendo en cuenta la dimensión predictiva de las futuras tribulaciones de la eurozona— de los argumentos en el contexto de la UE.

				

				
					22 Tal y como se venía teorizando desde los años cuarenta sobre la base de los teoremas de Hecksher-Ohlin y de Stolpe-Samuelson.

				

				
					23 El hecho de que tan solo se mencione en una nota a pie de página en el artículo de Spolaore es muy revelador: esa línea de pensamiento cauto (a pesar de que no era antieuropeo) fue completamente ignorado por los líderes políticos y los analistas europeos.

				

				
					24 Va más allá del ámbito de este trabajo estudiar la evolución del superávit comercial de Alemania, pero es sumamente interesante señalar que después de beneficiarse inmensamente del comercio dentro de la eurozona entre 2000 y 2007 (que posteriormente disminuyó debido a la prolongada recesión en la mayoría de los países de la eurozona), Alemania se benefició inmensamente de la depreciación del euro (provocada por la recesión en la mayoría de los países de la eurozona) para acumular superávits comerciales con el resto del mundo. En 2015, el superávit respecto a la eurozona (un 2,2 por ciento del PIB alemán) únicamente explica una cuarta parte del superávit comercial mundial (un 8,8 por ciento del PIB alemán), ¡que fue el mayor superávit comercial del mundo!

				

				
					25 De Grauwe (2010a) considera que el exceso de deuda privada fue un aspecto crucial de la crisis de la eurozona: «Mientras que el ratio de endeudamiento estatal en la eurozona disminuyó del 72 por ciento en 1999 al 67 por ciento en 2007, el endeudamiento de las familias aumentó del 52 por ciento al 70 por ciento del PIB durante ese mismo periodo. Las instituciones financieras incrementaron su endeudamiento desde algo menos del 200 por ciento del PIB a más del 250 por ciento».

				

				
					26 Véanse los Gobiernos de Aznar (centro derecha, c-d) y después de Rodríguez Zapatero (centro-izquierda, c-i) en España; de Durão Barroso y Santana Lopes (c-d) y después de Sócrates (c-i) en Portugal; de Simitis (c-i) y después de Karamanlis (c-d) en Grecia. La única excepción, aunque breve, podría ser el efímero segundo Gobierno de Amato (c-i), al que rápidamente sucedieron los Gobiernos de Berlusconi (c-d) en Italia. Francia sería un interesante caso de pasividad durante la presidencia de Chirac (c-d).

				

				
					27 La modificación en 2011 del Pacto de Estabilidad y Crecimiento se aprobó «para hacer posible una mejor consideración de las circunstancias individuales de cada país y para añadir una mayor justificación económica a las normas de obligado cumplimiento» (en palabras de la propia Comisión Europea).

				

				
					28 En este libro, Ontiveros brinda una excelente crónica de la transformación de la crisis de la deuda en una grave y costosa crisis bancaria europea (con, entre otras consecuencias negativas, la contracción del crédito, muy perjudicial para la economía real en la mayoría de los países de la eurozona).

				

				
					29 El estudio de Blanchard y Cottarelli publicado por el FMI en junio de 2010 aportó una gran parte de la justificación, basada en un análisis econométrico de los multiplicadores fiscales. Aquel trabajo, sumamente influyente, más tarde fue muy criticado por infravalorar el impacto recesivo de los recortes presupuestarios. Olivier Blanchard y Daniel Leigh publicaron en enero de 2013 un estudio para el FMI con el sugerente título de «Los errores de previsión del crecimiento y los multiplicadores fiscales».

				

				
					30 Véanse Claeys (2014) y Micossi (2015) para sendos análisis muy detallados e interesantes de las políticas del BCE desde su fundación.

				

				
					31 Curiosamente, el programa de Operaciones Monetarias sin Restricciones (que posibilita la compra por el BCE de una cuantía ilimitada de bonos del Estado de los países miembros, sujeto a un Mecanismo Europeo de Estabilidad) no se ha utilizado, pero su anuncio tuvo un efecto significativo en la rentabilidad de los bonos del Estado de los países miembros de la UEM porque demostraba la determinación del BCE a la hora de mantener la integridad de la eurozona.

				

				
					32 Aquí resultan sumamente interesantes los debates previos al referéndum británico sobre el brexit. Nadie (ni siquiera en el bando a favor de la permanencia —véanse, por ejemplo, los muchos artículos ecuánimes sobre la cuestión en el Financial Times) consideraba que salir de la UE significara una tragedia para un país puntero como el Reino Unido. Eso podría significar que si un país puntero está en una situación razonablemente buena (como es el caso del Reino Unido), es posible que las cosas le vayan igual de bien fuera de la UE. Sin embargo, es posible que este razonamiento no sea válido para los países que estén en una situación económica deficiente, y/o que todavía estén rezagados respecto a los países punteros de Europa (como Grecia o Portugal, y los nuevos Estados miembros de Europa central y oriental).
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